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			PRESENTACIÓN


			La Intervención con Menores y Jóvenes en Dificultad Social es un ámbito de trabajo muy relevante desde el cual, en el marco del Estado de Bienestar, se intenta dar respuesta a los retos y demandas sociales vinculadas a estos colectivos, y a su vez una temática que comienza a ser objeto de importantes estudios e investigaciones.


			Por los rasgos particulares de los colectivos a los que se orienta, la complejidad de las problemáticas a las que debe atender, la diversidad de los escenarios en los que ha de desarrollarse y las carencias actuales de recursos y medios que debe afrontar en un contexto de fuerte deterioro del Estado de Bienestar, este tipo de intervención requiere de profesionales que posean unos sólidos conocimientos. Un saber hacer teórico-práctico que les capacite para el dominio de diversas estrategias, recursos e instrumentos que les ayuden en la consecución de los objetivos perseguidos desde el compromiso, la iniciativa y la creatividad y, en definitiva, en la mejora de la realidad socioeducativa. 


			Esta obra pretende contribuir a la formación permanente de profesionales del ámbito socioeducativo, facilitando los conocimientos e instrumentos necesarios para profundizar en la intervención con niños, adolescentes y jóvenes en dificultad social, en sus fundamentos teóricos y metodológicos. En ella lector encontrará contenidos valiosos para una comprensión holística de la intervención con estos colectivos; una serie de temas abordados siguiendo un hilo conductor lógico, que permite avanzar desde una contextualización general de la población infantil y juvenil en el marco de la sociedad actual y de la intencionalidad pedagógica de toda intervención socioeducativa, hasta los aspectos más concretos de la intervención con estos colectivos. Estos temas son presentados en seis capítulos, que a continuación reseñamos brevemente.


			En el primer capítulo, los profesores Ana Eva Rodríguez (UNED) y Francisco del Pozo (Universidad de Castilla La Mancha) se detienen en el análisis de una serie de cuestiones fundamentales para la contextualización de la infancia y la juventud actuales como población diana de la intervención socioeducativa, con objeto de sentar las bases para la adecuada comprensión de los temas que se tratarán en los capítulos posteriores. Los autores asumen que para poder intervenir socioeducativamente es preciso previamente tomar conciencia de las principales características que definen a nuestra sociedad y al colectivo objeto de intervención, así como del marco político y legislativo en el que se encuadra y de los condicionamientos sociales a los que se enfrenta toda intervención con estos colectivos.


			Tomando como referencia este principio, la primera de las cuestiones tratadas hace referencia a los cambios y factores que desde las dimensiones demográfica, económica, política, cultural, social y ecológica contribuyen a la configuración de la sociedad del nuevo milenio, que puede definirse como globalizada. A continuación, perfilan los principales rasgos de la infancia, adolescencia y juventud como unidades demográficas y sociales susceptibles de análisis, con especial referencia a quienes se encuentran en situación de dificultad social. Posteriormente, revisan la evolución de las políticas y legislaciones en materia de infancia y juventud de nuestra historia reciente a nivel internacional y nacional. Y concluyen realizando un análisis de las concepciones y representaciones sociales dominantes sobre la infancia y las perspectivas antropológicas, éticas y pedagógicas inherentes en ellas, de las características del tránsito a la vida adulta de los jóvenes en la sociedad actual, así como del lugar que está llamada a desempeñar la intervención socioeducativa tanto con objeto de modificar dichas concepciones como de minimizar el desarrollo de trayectorias fallidas. 


			Con el propósito de completar el marco contextual de esta obra, los profesores Juan García (UNED) y Miriam García (UNED), nos explican en el segundo capítulo del libro cómo inicialmente la intervención socioeducativa, como acción educativa que es, en su búsqueda del crecimiento personal de los individuos, debe insertarse dentro de un planteamiento ético, no pudiendo ser considerada meramente como el resultado de la aplicación de saberes técnicos y tecnológicos.


			A continuación, clarifican la especificidad pedagógica de la intervención socioeducativa desde una adecuada articulación del enfoque técnico, que enfatiza el carácter intencional del fenómeno educativo y la corriente práctica, recordando la relacionalidad y la moralidad constitutiva de los procesos educativos. Esta clarificación es articulada a través de la delimitación conceptual de la intervención socioeducativa y de sus funciones, de un análisis de su naturaleza ético-moral y de la descripción de los proyectos de Aprendizaje Servicio Solidario (APS) como herramienta potenciadora de la naturaleza ético-moral de la intervención socieducativa.


			Los escenarios de intervención con menores y jóvenes en dificultad social son el tema central, a la vez que el título del capítulo tercero de esta obra. Los profesores Miguel Melendro (UNED) y Laura Cruz (Universidad de A Coruña) revisan las últimas aportaciones desde la investigación y la intervención acerca de algunos de los principales escenarios en que se desenvuelve el trabajo con esta población: la escuela, el grupo familiar, las instituciones y recursos de protección y el grupo de iguales. Así, se tratan no solo los escenarios sino los roles de sus protagonistas y la interpretación de sus actuaciones en torno a cuestiones del máximo interés como pueden ser el papel de la Educación Social en la escuela, las propuestas de «buen trato» hacia la infancia —que parten de planteamientos teóricos ligados a la resiliencia y a la interpretación sistémica de las dinámicas familiares—, el análisis ecológico y el estudio de las representaciones sociales de los agentes de intervención que desempeñan su tarea en la amplia gama de recursos de protección, o las nuevas relaciones que la sociedad del conocimiento propicia entre los grupos de iguales.


			En la parte final de este capítulo se hace referencia a una serie de escenarios que han sido identificados tradicionalmente con la educación informal, y que en los últimos años están constituyendo un soporte cada vez más potente e influyente de la actividad educativa. Nos referimos a los medios de comunicación, a Internet, a los efectos de las migraciones masivas o a la influencia de los espacios socioambientales en que se desarrolla nuestra infancia y juventud. El enfoque ecosocial de las nuevas realidades infantiles y juveniles se muestra a través de algunos de los elementos relevantes tratados en este capítulo, como las características de la denominada «generación interactiva», la «urbanización» de nuestras vidas y la distancia cada vez mayor hacia los entornos rurales y naturales, una cultura del ocio que ha sustituido en gran medida a la cultura del trabajo, o la vida de los jóvenes «sin techo» en el contexto de las que se autodenominan «sociedades desarrolladas». 


			En el capítulo cuarto, sobre «Dificultad social, riesgo y maltrato», las profesoras Martha Frías (Universidad de Sonora, México) y Fátima Poza (Universidad de Granada) elaboran un amplio y actualizado marco conceptual a partir de las últimas investigaciones sobre los problemas que sufren niños, adolescentes y jóvenes en la sociedad actual, y aportan interesantes referencias teóricas para la interpretación y la intervención en fenómenos como el bulling, la violencia juvenil o las pandillas y bandas urbanas. 


			Tras una amplia revisión del estado de la cuestión en estas materias, las autoras facilitan tipologías y descripciones detalladas, así como unas primeras indicaciones útiles para la detección y la intervención inicial con las diferentes casuísticas que pueden ser identificadas. Se avanzan así mismo algunos modelos y técnicas de intervención, especialmente enfocados a la etapa de la adolescencia y juventud, una de las más complejas en cuanto a su abordaje desde la intervención socioeducativa. 


			Tras esta primera fase introductoria y definitoria del problema al que nos enfrentamos, contemplada a través de los cuatro primeros capítulos del libro, se aporta en los capítulos siguientes información relevante sobre las posibilidades, estructuras y estrategias de intervención con el colectivo infantil y juvenil en dificultad social.


			Las políticas sociales dirigidas a la infancia, adolescencia y juventud suponen la aportación organizada de nuestra sociedad para prevenir y paliar esas situaciones de riesgo y dificultad social, de maltrato y exclusión, y también para apuntalar el reciente estatus de la infancia como sujeto social. Estas políticas se desarrollan a través de programas y proyectos que, encuadrados en un complejo y completo marco jurídico, sustentan la intervención socioeducativa con esta población.


			El capítulo quinto del libro, elaborado por los profesores José Quintanal (UNED) y Gregorio Pérez Bonet (Escuela Universitaria Don Bosco) avanza las líneas de trabajo más destacadas en estos ámbitos, a la vez que propone una importante reflexión sobre la necesidad del trabajo interdisciplinar, sociocomunitario y en red. El lugar que los diferentes profesionales implicados en la atención a menores y jóvenes en dificultad social ocupan en este entramado es tratado, de forma específica, en el último apartado del capítulo.


			Finalmente, el profesor Miguel Melendro (UNED) aporta una serie de propuestas metodológicas, siguiendo el proceso con el que habitualmente se enfrentan los profesionales implicados en la intervención socioeducativa: desde el inicio de la intervención, con la proyección de escenarios futuros más inclusivos y esperanzadores para menores y jóvenes, hasta su desarrollo a través de una relación educativa cualificada y los efectos —muchas veces imprevisibles, pero siempre impactantes— que provienen del principio de la ecología de la acción. Las técnicas para la toma de decisiones y resolución de conflictos son también abordados como elementos clave presentes a lo largo del proceso. Cierra este capítulo un apartado dedicado a la evaluación y la investigación, ambas con el objetivo fundamental de la mejora de la acción socioeducativa. 


			Antes de finalizar esta presentación, los coordinadores quieren mostrar su agradecimiento y reconocimiento a los autores que han colaborado en el desarrollo de esta obra, aportando su conocimiento experto sobre los distintos temas vinculados a la Intervención con Menores y Jóvenes en Dificultad Social que se abordan. Sus contribuciones aportan una visión global de este amplio y complejo campo de la intervención socioeducativa, bien contextualizada en la realidad actual, consistente desde el punto de vista teórico y conocedora de la dificultad de su praxis. Con ellas se busca favorecer el desarrollo de una práctica profesional fundamentada y reflexiva, así como potenciar líneas de investigación activas y productivas en la mejora de esa práctica.


			Miguel Melendro Estefanía


			Ana Eva Rodríguez Bravo


		


	




	

		

			
Capítulo 1


			LA INFANCIA Y LA JUVENTUD EN UNA


		    SOCIEDAD SOSTENIBLE Y SOLIDARIA


		  Ana Eva Rodríguez Bravo


			Francisco del Pozo Serrano


			En este primer capítulo abordamos cinco cuestiones de carácter fundamental para la contextualización de la infancia y juventud actuales como población diana de la intervención socioeducativa. Con su abordaje pretendemos sentar las bases para la adecuada comprensión de los temas que se tratarán en los capítulos posteriores: la relación entre la intervención socioeducativa y los valores sociales; los escenarios de intervención socioeducativa; los conceptos de dificultad, riesgo y exclusión en la sociedad actual; las políticas, modelos y planificación de la intervención; y las estrategias de intervención e investigación que se pueden poner en práctica con estos colectivos. Y lo hacemos desde el convencimiento de que toda intervención socioeducativa debe partir de un buen entendimiento de la actual sociedad globalizada como contexto marco, de las características generales de los colectivos objeto de intervención, del marco político y legislativo en el que se encuadra la intervención y de los condicionamientos sociales por los que se ve afectada.


			En primer lugar, perfilamos los principales cambios y factores que desde las dimensiones demográfica, económica, política, cultural, social y ecológica contribuyen a la configuración de la sociedad del nuevo milenio, que puede definirse como globalizada.


			A continuación, realizamos un ejercicio de caracterización de la infancia, adolescencia y juventud de nuestro país, con especial referencia a aquella que se encuentra en situación de dificultad social.


			Posteriormente, revisamos la evolución de las políticas y legislaciones en materia de infancia y juventud de nuestra historia reciente a nivel internacional y nacional y cuyo desarrollo está vinculado a los profundos cambios globales que a nivel macro-estructural se están produciendo, y que generan nuevas formas de vulneración de los derechos de los menores. 


			En cuarto lugar, analizamos las concepciones y representaciones sociales dominantes sobre la infancia y las perspectivas antropológicas, éticas y pedagógicas inherentes en ellas. Así como el papel que juega a Educación Social en la transformación de dichas concepciones y representaciones. 


			Por último, describimos las características del tránsito a la vida adulta de los jóvenes en la sociedad actual, destacando el papel decisivo que en ella tiene la inserción sociolaboral, y el lugar que ocupa en él la intervención socioeducativa con objeto de minimizar el desarrollo de trayectorias fallidas.


			1. LA SOCIEDAD DEL NUEVO MILENIO: ESCENARIOS, RIESGOS Y OPORTUNIDADES


			La sociedad del nuevo milenio está siendo modelada por los procesos de globalización, de interconexión mundial, que están propiciando la transformación de comunidades locales y sociedades nacionales.


			La Real Academia de la Lengua Española (RAE), en su primera y única acepción, define la globalización como «tendencia de los mercados y de las empresas a extenderse, alcanzando una dimensión mundial que sobrepasa las fronteras nacionales».


			Sin embargo, como señalan García Ferrando y Hernández (2005: 41), para los principales estudiosos de la realidad global (Wallerstein, Giddens, Castells, Beck e Inglehart) la globalización no es meramente un proceso económico como apunta la definición de la RAE, sino una nueva realidad social; si bien es cierto que hemos de destacar que la integración económica mundial iniciada en la década de los ochenta está en la génesis de esta nueva realidad social. Así, por ejemplo, Giddens (2000) entiende la globalización como «una intensificación de las relaciones sociales y de la interdependencia planetaria que reduce considerablemente las distancias espacio-temporales y que tiene un impacto relevante en la esfera de lo local»; por su parte Castells (1999) define la globalización como:


			«... la transformación de la capacidad organizativa (capacidad de funcionamiento en red o existencia de estructuras reticulares interactivas), tecnológica (desarrollo y aplicación de tecnologías) e institucional (desregularización, flexibilización, privatización), que lleva a un sistema social a funcionar en tiempo real a escala planetaria lo cual constituye una auténtica novedad histórica»; y Beck (1998) aborda «el fenómeno de la globalización desde la constatación de lo que él define como una «sociedad global del riesgo.»  [1]


			En el contexto de este capítulo, nosotros adoptamos por su operatividad la definición que aportan García Ferrando y Hernández (2005: 20), quienes señalan que «la globalización alude al hecho de que vivimos en su solo mundo, el cual está experimentando cambios cruciales en cada una de sus diferentes dimensiones: demográfica, económica, política, cultural, social y ecológica», cambios que «acortan distancias geográficas, rompen fronteras y entrelazan sociedades». Y partimos de estas dimensiones para perfilar los distintos escenarios, retos y oportunidades de esta sociedad del nuevo milenio como marco de referencia de toda intervención socioeducativa con menores, adolescentes o jóvenes en el contexto actual. Pues como señala Melendro (2007: 118) al referirse a la intervención socioeducativa «… no debemos reducir nuestra tarea a una labor meramente compensatoria, formal, que procura la integración de los sujetos sin definir en qué modelo de sociedad van a integrarse»; por tanto intervenir socioeducativamente


			«... no puede significar hacerlo de forma acrítica, renunciando al objetivo básico en educación de hacernos y hacer a los demás conscientes del mundo en el que vivimos, de sus posibilidades y limitaciones, de capacitar para comprender la sociedad y para intervenir en ella —en la medida de las posibilidades de cada cual— con el objetivo de mejorarla.» 


			1.1. Dimensión demográfica


			Los principales cambios demográficos que están contribuyendo a una configuración global de la sociedad del nuevo milenio son cuatro: el crecimiento ascendente de la población mundial, el envejecimiento de la población de los países más desarrollados, los flujos migratorios internacionales y la concentración humana en grandes aglomeraciones urbanas (Castelló, 2005). A continuación, siguiendo a este autor, perfilamos las principales características de estos grandes cambios demográficos, dado que el desarrollo de una comprensión holística de sus causas y efectos es crucial para entender el origen de buena parte de los contextos y realidades de los menores, adolescentes y jóvenes en los que habrá de actuar el profesional de la intervención socioeducativa.


			El crecimiento ascendente de la población mundial ha propiciado que entre principios y finales del siglo xx la población humana se haya incrementado de los 1.600 a los 6.100 millones de personas y que en 2003 se alcanzasen los 6.300 millones. Sin embargo, este crecimiento no es homogéneo en todas las regiones del mundo y se concentra especialmente en aquellas áreas con mayor pobreza y precariedad social, el Tercer Mundo. La transición demográfica de las regiones que pueden ser definidas como Tercer Mundo actualmente se caracteriza por un descenso importante de las tasas de mortalidad gracias a la importación de nuevas prácticas y tecnologías médicas, pero que no está acompañado de un descenso proporcional en la natalidad, propiciando un crecimiento natural de la población sin precedentes.


			Por su parte, el envejecimiento de la población en los países más desarrollados económica y socialmente, Europa y América del Norte, implica que se estime que en 2050 la proporción de personas con más de 65 años habrá ascendido a una de cada cuatro, mientras a principios del siglo xxi esta proporción se situaba en una de cada siete personas. Éste incremento del envejecimiento en estas zonas del mundo se deberá a que en los próximos 50 años su población apenas aumentará, dado que sus tasas de natalidad y mortalidad se sitúan en valores similares y muy bajos, y a que el único incremento que acontecerá se deberá a la inmigración procedente de los países más pobres, lo que a su vez contribuirá al envejecimiento de la población de estos países.


			Respecto a las corrientes migratorias desde países con problemas de desarrollo hacia países más ricos, indicar que las más fuertes son las que se producen desde América Central y del Sur hacia América del Norte, y desde África del Norte y Europa del Este hacia Europa Occidental. Estos flujos propician fuertes cambios tanto en las sociedades de origen como de destino. En los países de destino tienen un efecto evidente y positivo sobre su crecimiento demográfico, también sobre la estructura del mercado del trabajo, los salarios y la organización del sistema productivo. En los países de origen, la pérdida migratoria apenas se refleja en el crecimiento demográfico de la población pero la migración de la población de mayor nivel educativo, generalmente se trata de una migración legal, sí produce una pérdida de la inversión realizada por el país en su formación y de la posible contribución que estas personas pueden realizar a su desarrollo futuro. 


			Por último, la población urbana mundial según estimaciones de Naciones Unidas crecerá de los 2.860 millones de personas del año 2000 a los 4.980 millones en 2030. Esta fuerte concentración en las urbes lleva asociados importantes retos sociales, económicos y políticos para los países, que son más profundos, urgentes y difíciles de resolver en los países más pobres, pues en ellos propicia una mayor reducción de su capacidad para proporcionar a la población los servicios que se consideran básicos e incrementa considerablemente la brecha de la desigualdad entre zonas ricas y pobres.


			1.2. Dimensión económica


			A finales del siglo xx la integración económica mundial que tuvo lugar durante la década de los años ochenta (fruto de la revisión que realizaron las democracias capitalistas de sus políticas económicas, su reorientación según principios neoliberales vinculados al libre comercio y la unificación de los mercados regionales como medida para estimular la economía  [2]), y el desarrollo de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (que se convierten en el núcleo del sistema productivo multiplicando ingentemente la flexibilidad de su organización y propiciando el desarrollo de redes empresariales) se entrelazan en una relación simbiótica dando como resultado lo que Castells (1997) denomina una economía global e informacional. Esta nueva economía es la seña de identidad de la sociedad del nuevo milenio, y se define como global, por ser capaz de funcionar como una unidad en tiempo real y a escala planetaria en todos sus procesos, y como informacional, porque en ella la capacidad de generar, procesar y aplicar la información basada en el conocimiento es la principal fuente de productividad y competitividad, es decir, de riqueza.


			En este nuevo contexto, el escenario laboral se ha vuelto más complejo e incierto pues el trabajo se está transformando, el marco del empleo se está redefiniendo y la estructura ocupacional se está modificando. 


			La transformación del trabajo implica la extinción de la forma tradicional de empleo, basado en un trabajo a tiempo completo, tareas bien definidas y un modelo de carrera laboral en una misma empresa a lo largo de toda la vida y con salarios crecientes (Castells, 1997 y Carnoy, 2001). Mientras que la redefinición del marco del empleo remite a un mayor deterioro de las condiciones de trabajo, que se traduce en un aumento del subempleo, una generalización de empleo temporal y a tiempo parcial, un incremento de la economía informal y sumergida y un descenso de los salarios reales (Castells, 1997 y Arenas, 2003). Este deterioro podemos resumir que es consecuencia de: el elevado grado de flexibilidad que la maduración de la revolución de las TIC ha aportado a la organización de la producción y del trabajo; la continuidad en la desregularización de los mercados laborales para incrementar aún más la capacidad de adaptación de las empresas a un entorno económico aún más competitivo e imprevisible; la deslocalización de la industria hacia países donde la mano de obra se puede contratar a menor precio y en condiciones más precarias; la incapacidad del sector servicios para absorber la totalidad de la mano de obra que no necesita el sistema estrictamente productivo; y las limitaciones con que se encuentran todavía hoy muchas economías para crear empleo vinculado a la generación, procesamiento y aplicación de información y su transformación en conocimiento. 


			En oposición al modelo tradicional de empleo, en la economía global e informacional se está consolidando otro modelo basado en la segmentación de la mano de obra en una mano de obra nuclear, formada por profesionales que se basan en la información para producir valor, y en una mano de obra desechable o flotante que puede ser automatizada, contratada, externalizada o despedida (Castells, 1997). Estas dos manos de obra, trabajarían en principio en dos mercados laborales opuestos. La mano de obra nuclear lo haría en el mercado de trabajo primario, donde los sueldos son elevados, las condiciones de trabajo buenas, existe estabilidad en el empleo, posibilidades de ascenso y unas normas laborales bien definidas; únicamente en este caso, como indica Fernández Enguita (1990), tendría sentido vincular el cambio tecnológico a una mayor demanda de cualificación. Y, por su parte, la mano de obra flotante, trabajaría en el mercado secundario, en el cual los salarios y los beneficios sociales son bajos, las condiciones de trabajo malas, la rotación elevada, las posibilidades de promoción bajas y existe una supervisión arbitraria.


			En este escenario laboral, la educación/formación se configura, como señalan Brunet y Belzunegui (2003), en un factor clave de inclusión/exclusión del mercado de trabajo al categorizar a los individuos y grupos sociales en capaces y no capaces, en capacitados y los que necesitan capacitación, y condicionar la pertenencia dentro del mismo al segmento primario o secundario, favoreciendo la dualización laboral y social. 


			Además, el contexto de la Sociedad de la Información prioriza a aquellos con competencias para crear, procesar y aplicar la información, que son los más formados, y excluye a aquellos que no poseen dichas competencias, produciéndose, como indica Elboj (2010), un fuerte efecto Mateo por el cual se da más a quien más tienen. 


			Asimismo, porque debido al efecto oferta  [3] que resulta de la expansión del sistema educativo acontecida desde mediados del siglo pasado, cada vez más los empleadores utilizan los títulos de mayor nivel educativo para filtrar a los candidatos a los puestos vacantes que ofertan, y su demanda de competencias se ve influida por el hecho de que los empleadores prefieren contratar personal cada vez más formado por considerar que es más flexible y adaptativo, y tiene mayor capacidad de gestionar su propia carrera y mantener al día su empleabilidad, requisitos considerados fundamentales por las empresas para sobrevivir en un entorno económico cada vez más incierto y cambiante (Béduwé y Planas, 2003). 


			También porque en las últimas dos décadas, y como resultado del efecto oferta comentado, han aumentado las oportunidades de empleo de los niveles de cualificación media frente a los que tienen estudios primarios y los analfabetos, cuando la tendencia a finales de la década de los ochenta era la inversa y, por otro lado, porque las probabilidades de estar desempleado entre los titulados universitarios se mantienen más bajas que las otros niveles de estudios (Ruesga y otros, 2000 y Pérez Infante, 2000) e incluso a pesar de los efectos de la crisis económica iniciada en 2008 (Rodríguez Bravo, 2012)  [4]. Y, por otro lado, porque en las políticas de formación de las empresas suelen estar dirigidas hacia los colectivos más estratégicos que suelen ser los más formados, excluyendo a aquellos colectivos que por su bajo nivel de cualificación desempeñan puestos que reportan menor valor añadido (Lope Peña, 1996). 


			Teniendo todo esto en cuenta, la intervención socioeducativa con adolescentes y jóvenes se convierte en pieza clave a incorporar en el desarrollo permanente y potenciación de lo que se consideran competencias claves desde un modelo de educación a lo largo de toda la vida, con el fin de asegurar una transición normalizada a la vida adulta a través de una óptima inserción sociolaboral. No obstante, la adquisición de las competencias clave ha de iniciarse en etapas tempranas por lo que la intervención socioeducativa con menores tampoco ha de perder de vista este aspecto. 


			1.3. Dimensión política


			En el contexto mundial del nuevo milenio, es posible encontrar diversos sistemas políticos o formas plurales con las cuales los seres humanos tratan de organizar su convivencia política; se trata de una característica compartida con otras etapas de la historia (Oñate, 2005). Sin embargo, como indica también este autor, a diferencia de etapas previas en la sociedad global buena parte de los ciudadanos de mundo (en Occidente más que en Oriente, en el Norte más que en el Sur) tienen acceso inmediato desde sus hogares a la realidad de otros sistemas políticos, si bien el sistema político democrático es el único «admisible», y los procesos de globalización están transformando la fisonomía de la mayor parte de sistemas políticos, incluso en el caso de los países más cerrados y aislacionistas, a través de formas comunes entre las que destacan:


			

			  	 La falta o pérdida de capacidad del Estado para resolver los problemas sociales del Estado de Bienestar, para integrar y dirigir a una población más heterogénea y multicultural, y para realizar la acción política que le corresponde, debido a la mayor fragmentación de la política que traspasa los límites de la política estatal. 


			  	 Las tendencias favorables al individualismo y al privatismo social y político, la apatía o la desafección.


			  	 La mayor capacidad de autorregulación de la ciudadanía y, por tanto, mayor autonomía respecto a la tradición de las élites políticas.


			  	 La pluralidad de agentes extrainstitucionales que dinamizan, promueven y vehiculizan los intereses y la acción política.


			  	 Un sistema económico-financiero que solo respeta los límites estatales cuando tiene interés en ello.


		  


		  Estas tendencias apuntan a que:


			«El Estado tal y como lo conocemos está desencajado en esta sociedad red (Castells, 1996), en esta nueva realidad de una política desespacializada, que se expande fuera del campo de juego delimitado por el Estado, y al margen de la otrora omnipresente acción del Estado.» (Oñate, 2005: 229).


			Esta fragmentación y debilitamiento del Estado como poder público, comenta el autor, acarrea riesgos (utilizando el concepto desarrollado por Beck  [5]) como la atrofia de los sentimientos, lazos y redes de solidaridad e integración que han de caracterizar a toda sociedad democrática y la pérdida de fuerza para contener los intereses y poderes privados. Realidad ante la cual, sin lugar a dudas, se intensifica la necesidad de la actuación profesional del especialista en intervención socioeducativa a todos los niveles y con todo tipo de colectivos en situación de vulnerabilidad, y al tiempo se encuentran grandes limitaciones y condicionamientos para su desarrollo debido al deterioro del Estado de Bienestar, en este contexto global actualmente en crisis. 


			En el nuevo milenio, en consecuencia,


			«... la sociedad global o red tendrá que reconsiderar sus formas de organización política en un contexto de gobernanza global, donde el Estado seguirá existiendo, pero con una configuración considerablemente distinta a la que hoy conocemos: mucho más poroso y cooperativo, compartiendo estrategias de acción transnacional, en relaciones entre grupos sociales e instituciones no sometidas a rígidas reglas de jerarquía, sino configurando gobiernos multinivel, más flexibles y abiertos a la participación ciudadana y social, e interactuando con otros agentes no estatales (gobernanza), en una política altamente desespacializada y no estrictamente encapsulada en el molde del Estado-Nación.» (Oñate, 2005: 230). 


			1.4. Dimensión social


			El Informe sobre Desarrollo Humano de 2010 elaborado por la ONU indica que en la evolución de las dimensiones sociales incluidas en el Índice de Desarrollo Humano (educación, salud e ingresos per cápita) es posible observar avances y retrocesos, así como grandes diferencias entre países;


			«... el progreso es generalizado en educación, no tanto en salud y mucho más variable en materia de ingresos. A pesar de las mejoras, se mantienen profundas desigualdades; la brecha que separa a los países desarrollados de aquellos en desarrollo todavía es enorme y algunos aspectos clave no muestran señales de convergencia.» (ONU, 2010: 27). 


			Con relación a los avances en educación, a nivel mundial los años promedio de escolaridad han aumentado en dos años desde 1990, la proporción bruta de matriculación lo ha hecho en 12 puntos porcentuales y las tasas de alfabetismo han crecido del 73 % al 84 %; además, estos indicadores no han sufrido retroceso en ningún país desde 1970. Por otro lado, en las últimas décadas la escolaridad ha aumentado a mayor velocidad entre las niñas que entre los niños, al igual que las tasas de finalización en enseñanza primaria y secundaria, y entre 1991 y 2007 la relación de niñas a niños matriculados en educación primaria creció en todas las regiones. La matriculación de las mujeres en la enseñanza superior también va en aumento y supera la de los hombres en muchas partes del mundo. 


			En materia de salud, los progresos logrados hasta 1990 se han ralentizado desde entonces, pues si la esperanza de vida promedio aumentó aproximadamente seis años entre los años setenta y noventa, en las dos décadas posteriores lo ha hecho sólo cuatro años. Asimismo, la mortalidad adulta ha caído un 23 % entre las mujeres y un 6 % entre los hombres desde los años noventa, mientras que entre 1970 y 1990 lo había hecho un 27 % y 26 %, respectivamente; y las tasas de mortalidad infantil también han visto desacelerarse su ritmo de descenso. Estos retrocesos en salud son resultado de la disminución de la esperanza de vida durante las últimas dos décadas en diecinueve de los ciento treinta y cinco países analizados en el informe, de los cuales seis se encuentran en África (Lesotho, República Democrática del Congo, Sudáfrica, Swazilandia, Zambia y Zimbabwe) y tres en la ex Unión Soviética (Belarús, Federación de Rusia y Ucrania), y se deben a la epidemia del VIH y el aumento de la mortalidad en las economías en transición.


			Y a nivel de renta, es notable el incremento de la desigualdad entre países propiciando que los ricos lo sean cada vez más y los pobres más pobres, pues 


			«... entre 1970 y 2010, el ingreso per cápita aumentó a una tasa promedio anual de 2,3 % en las naciones desarrolladas, mientras que en los países en desarrollo dicha tasa fue de 1,5 %. En 1970, el ingreso promedio de un país ubicado en el 25 % superior de la distribución mundial era 23 veces mayor que aquél de un país en el 25 % inferior.» (ONU, 2010: 45); 


			desigualdad que también crece en el interior de cada país. 


			Entre los factores de la globalización que contribuyen al incremento de la desigualdad social García Ferrando y Hernández (2005) destacan: el fortalecimiento de la concentración de poder en determinadas regiones del planeta; la deslocalización industrial hacia los países menos desarrollados, que lejos de contribuir a la redistribución de la riqueza está consolidando un sistema de producción basado en la utilización de grandes contingentes de mano de obra infra-remunerada; y la segmentación interna de los mercados de trabajos (primario y secundario) que está propiciando la fragmentación de la mano de obra en nuclear y desechable; el deterioro de la red de seguridad creada antaño en los países occidentales desarrollados en el marco del Estado de Bienestar. Aunque, indican también que habría que añadir otros como el subdesarrollo endémico, los conflictos armados y la degradación ecológica, que agravan en las regiones más pobres problemas tales como la pobreza extrema, el hambre, la desnutrición y la propagación de enfermedades. 


			En la otra cara de la moneda los procesos de globalización, señalan también estos autores, han favorecido el desarrollo y consolidación de importantes movimientos sociales altermundiales que luchan contra la desigualdad social y que se apoyan en una potente red de organizaciones no gubernamentales, grupos de voluntariado e iniciativas institucionales. Para los cuales, sin lugar a dudas, la intervención socioeducativa es una herramienta de trabajo imprescindible y presente en sus culturas organizacionales, planes y programas de actuación. 


			1.5. Dimensión cultural


			La cultura, junto con la economía, la política y lo social es un ámbito fundamental de toda sociedad e imprescindible para comprender su evolución. En el contexto actual de la sociedad global es preciso tener en cuenta tres tendencias significativas de los procesos culturales: la secularización, la sociedad del conocimiento y el auge de la postmodernidad (Ariño, 2005).


			Por secularización, indica este autor, debe entenderse en un primer significado el proceso de reducción del poder político, económico y jurídico de la iglesia, mientras que un segundo significado, derivado de la teoría sociológica contemporánea sería el proceso debido al cual determinados aspectos de la vida humana (visiones del mundo, sistema de valores, formas de vida, relaciones sociales, etc.) dejan de estar definidos por la religión; por tanto, «la secularización no significa instauración de una sociedad irreligiosa sino transformación de las funciones de la religión que deja de ser la fuente principal de legitimación y estructuración de la vida social» (Ariño, 2005: 242). La intervención sociocomunitaria no es ajena a este proceso de secularización, que en el contexto europeo se inicia con la Revolución Francesa y que en España en 1934 con la Segunda República (Quicios, 2011: 44), y que ha permitido ya en el marco de la actual democracia que las organizaciones y entidades de carácter no confesional hayan incrementado notablemente su presencia en el mapa de recursos disponibles para la atención socioeducativa de los diferentes colectivos en situación de dificultad social, entre ellos los menores, adolescentes y jóvenes.


			Sin embargo, es preciso no olvidar que en el marco de la sociedad global la secularización convive con el auge de fundamentalismos, el uso de la religión como forma de protesta social y política y diferentes formas de afiliación según una orientación más liberal o conservadora, lo cual implica plantearse, como comenta Ariño, por el alcance, significado y envergadura real del proceso de secularización.


			Con relación al segundo de los aspectos, las nuevas tecnologías de la información y las comunicaciones (TIC) que han posibilitado los procesos de globalización y están en la base de la denominada Sociedad del Conocimiento, destaca este autor que están modificando sustancialmente las formas de acceso al saber y la cultura e incorporando modificaciones sustanciales en los agentes tradicionales de socialización (familia, escuela, grupo de pares, medios de comunicación, partidos políticos, sindicatos, movimientos sociales, empresa) e incrementando notablemente la relevancia de otros agentes nuevos como Internet. Además, al tiempo, están desdibujando las fronteras entre culturas, propiciando, como señalan García Ferrando y Hernández,


			«... la homogeneización cultural, que implica la estandarización universal de iconos, temas, imágenes y discursos; …la diferenciación cultural, que significa la reafirmación de las singularidades culturales (tradiciones, lengua, religión) de cada lugar; y …la hibridación cultural, que se expresa en la mezcla, simbiosis o fusión de diversos elementos culturales que, de este modo, incrementan la diversidad cultural del mundo.» (2005: 21-22).


			Todos estos aspectos deben estar muy presentes en la reflexión y valoración que de sus actuaciones realizan los profesionales de la intervención socioeducativa que trabajan con menores, adolescentes y jóvenes debido al uso intensivo que estos colectivos hacen de estas tecnologías. 


			Y respecto al tercero de los aspectos destacados, Ariño enfatiza que en el marco de la sociedad global se asientan con más fuerza los denominados valores postmodernos o postmaterialistas (Inglehart, 1970)  [6], aquellos a los que se da importancia después de haber logrado un cierto nivel de seguridad económica y que comportan «una apuesta por la calidad de vida, la autonomía individual, la diversidad cultural, la autoexpresión y la radicalización del proceso de individualización, el reconocimiento de la importancia de lo estético y una nueva mirada hacia el pasado» (Ariño, 2005: 260). Valores que, en el caso de las generaciones más jóvenes actuales en cierta medida tienden a traducirse en la inmediatez como principio rector de sus vidas, habiendo desterrado los términos sacrificio y esfuerzo; intolerancia a la frustración que provoca no conseguir todo lo que se quiere o no tener el tiempo cubierto con algún tipo de actividad; predominio de la cultura del ocio consumista frente a la cultura del trabajo y subordinación a la influencia de las tendencias globales de la moda (Tarín y Navarro, 2006). 


			1.6. Dimensión ecológica


			El avance de la modernidad acontecido desde la Revolución Industrial se ha hecho en base a una explotación sin control de los recursos naturales del planeta que ha provocado una profunda crisis medioambiental. La toma de conciencia de esta realidad de crisis medioambiental tiene lugar en la década de los años setenta cuando


			«... se comenzaron a detectar los síntomas más serios de dicha crisis, plasmada en los riesgos derivados del cambio climático, el agotamiento de recursos, la saturación de los vertederos de residuos, el deterioro de la capa de ozono, la degradación del suelo y la acidificación producida por el consumo excesivo de combustible fósil.» (García Ferrando y Hernández, 2005: 22).


			Esta toma de conciencia remite, a su vez, a la necesidad de lograr un desarrollo que sea sostenible, es decir, que no supere la capacidad de reposición de la naturaleza. Idea que se consagra en 1987 con la definición aportada por el Informe de la Comisión Mundial del Medio Ambiente y el Desarrollo, creada en 1983 por la Asamblea de la ONU, y la Cumbre de la Tierra celebrada en 1992 en Río de Janeiro: «Desarrollo sostenible es el desarrollo que satisface las necesidades de la generación presente sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras para satisfacer sus propias necesidades».


			En el marco de la sociedad global, la necesidad de lograr un de desarrollo sostenible se arraiga con fuerza debido a la comprensión de que los problemas medioambientales son globales y, por tanto, también sus consecuencias. Sin embargo, como indican García y Rodríguez (2005) el logro del desarrollo sostenible exige alcanzar y compatibilizar previamente tres objetivos: a) la sostenibilidad ecológica, que requiere no extraer recursos naturales en cantidades que superen la capacidad de reposición del planeta, consumir recursos no renovables al ritmo más lento posible y reorientar la tecnología hacia una mayor eficiencia y mayor ahorro energético, b) mejorar la vida o la satisfacción progresiva de las necesidades, para lo cual procesos económicos regulados según los tres criterios anteriores deberían fomentar un consumo suficiente y mejorarlo cualitativamente; y c) asegurar la equidad en la distribución y uso de los recursos.


			Por tanto, el concepto de sostenibilidad remite a «un desarrollo social equilibrado, solidario inter e intrageneracionalmente y respetuoso con el medio» (Melendro, 2007: 123). Y se trata de un concepto de implicaciones significativas para la intervención socioeducativa con menores, adolescentes y jóvenes, pues como indica este mismo autor 


			«... atajar las situaciones de desigualdad y de dificultad social en que se encuentran cotidianamente (...) no sólo les ayudará a integrarse y a volver a “circular socialmente” con normalidad (Nuñez, 1990), sino que además evitará comprometer el crecimiento equilibrado de (...) generaciones futuras que pudieran atravesar situaciones similares». 


			2. CARACTERÍSTICAS Y NECESIDADES DE LA INFANCIA, ADOLESCENCIA Y JUVENTUD ACTUALES


			2.1. La infancia y la adolescencia 


			En este apartado incluimos la infancia y la adolescencia como unidades demográficas y sociales susceptibles de análisis, tomando como referencia el criterio establecido por la Convención de los Derechos del Niño (CDN) que en su artículo primero indica que se entenderá por niño a toda persona menor de 18 años de edad, lo que incluye tanto a las edades más tempranas como a los adolescentes, y representa a «un tercio de la población mundial y un quinto de la población de la Unión Europea»  [7].


			La Unión Europea mantiene un firme compromiso con la defensa y promoción de los derechos de los niños y niñas enunciados en la CDN. Reflejo de ello es el hecho de que el Tratado de Lisboa (2007) ha convertido su promoción y protección en un objetivo de la Unión. Estos derechos, recogidos en la Carta de los Derechos Fundamentales de la UE proclamada en Niza en diciembre del año 2000 por el Parlamento Europeo, el Consejo Europeo y la Comisión Europea (Capítulo III, artículo 24)  [8], son vinculantes jurídicamente para todos los países de la Unión desde la entrada en vigor en diciembre de 2009 de este Tratado. Por su parte, la Comisión Europea ayuda a su protección, promoción y defensa en todas las acciones internas y externas de la UE y en las políticas de impacto en los niños y niñas mediante la elaboración de distintos documentos de aplicación en el ámbito comunitario, entre los que destacan Towards an EU Strategy on the Rights of the child (2006)  [9].


			En el contexto de nuestro país, el organismo que aporta información más global y completa de las características y necesidades de nuestra infancia y adolescencia, desde distintas perspectivas, en aras de contribuir a una mejor aplicación de los derechos que les son reconocidos desde un mayor conocimiento de sus necesidades, es el Observatorio de la Infancia adscrito al Ministerio de Sanidad, Política Social e Igualdad (MSPS). Este organismo tiene como objetivos concretos: conocer el estado de la calidad de vida de la población infantil, así como los cambios que acontecen en esta situación en nuestro país; realizar el seguimiento de las políticas sociales que afectan a la infancia y la adolescencia; hacer recomendaciones en relación a las políticas públicas que afectan a los niños, niñas y adolescentes; estimular la investigación y el conocimiento de la infancia y la adolescencia para prevenir situaciones problemáticas; y publicar estudios y hacer informes periódicos que contribuyan a una mejor aplicación de los derechos de la infancia y adolescencia, así como al conocimiento de sus necesidades  [10]. 


			Según el último informe elaborado por este organismo sobre la situación de la infancia y adolescencia en nuestro país (La Infancia en Cifras) en 2009 los individuos de entre 0 y 17 años en nuestro país ascendían a 8.154.517, lo que representaba un 17,4 % de la población total, proporción que apenas ha variado durante el primer decenio del siglo xxi; siendo la distribución de este porcentaje según tramos de edad la siguiente: 5,1 % de 0-4 años; 4,8 % de 5-9 años; 4,6 % de 10 a 14 años y 2,9 % de 15 a 17 años; y la edad media de la infancia de nuestro país de 8,4 años.


			La evolución de este grupo de edad en nuestro país en las últimas cuatro décadas se ha caracterizado por dos etapas bien diferenciadas. En primer lugar, una etapa de fuerte contracción entre 1976 y 1999 que dio lugar a que el peso de los menores de 18 años en el conjunto de la población descendiese del 31 % a menos del 20 %. Y, en segundo lugar, una etapa de ralentización del descenso de la población infantil y adolescente a partir de 1999, gracias a la cual la proporción de este grupo ha oscilado entre el 18 % de 2001 y el 17,5 % de 2009; siendo el valor más bajo el obtenido en 2005 cuando fue del 17,3 %. 


			Tal y como se indica en dicho informe (10 pp.), la ralentización acontecida en la primera década del presente siglo se debe por un lado a que «es a partir de esta fecha cuando los efectivos de población en este grupo de edad comienzan a beneficiarse del leve repunte experimentado en la natalidad y en la fecundidad (Delgado, 2004)» y, por otro lado, a que «en los años noventa se consolida en España el fenómeno de la inmigración y así, al comienzo del siglo xxi la población española experimenta un incremento importante de sus efectivos, dado el aporte de estos colectivos foráneos que, también, puede apreciarse en su contribución a la elevación de los nacimientos y a la fecundidad, si bien en este último indicador la contribución ha sido más bien modesta (Delgado y Zamora, 2006). 


			La dinámica de reducción progresiva del peso de los menores hasta finales del siglo pasado, y la estabilización de su peso en el primer decenio del siglo xxi, es reflejo de la tendencia experimentada por el conjunto del entorno europeo. Si bien, el peso de este segmento de la población en España está por debajo de la media europea; en 2008 la proporción de menores de 18 años en el conjunto de la población española se situaba en el 17,4 % mientras para el conjunto de la Europa de los veintisiete lo hacía en el 19,2 % (MSPS, 2010: 16), y en 2010 el porcentaje de la población de la EU-27 con edades comprendidas entre los 0 y 19 años se situaba en el 21,3 % mientras que en el caso de España esta proporción era del 19,8 %, únicamente superior a las de Grecia (19,4 %), Eslovenia (19,2 %), Bulgaria (19,1 %), Italia (19,0 %) y Alemania (18,8 %) (European Comission, 2011: 63).


			Teniendo en cuenta que las proyecciones de población a corto plazo elaboradas por el INE apuntan a una consolidación de la tendencia de estabilización en el porcentaje de menores de 18 años que se viene experimentando desde principios de siglo y a una muy leve recuperación para el año 2018, probablemente el tamaño de este segmento de la población en nuestro país y su estructura no experimentaran cambios sustanciales a lo largo de la actual década (MSPS, 2009).


			Por otro lado, es preciso tener muy presente que una parte de nuestra infancia y adolescencia experimenta situaciones de pobreza, así como situaciones de riesgo o desamparo, que pueden motivar la intervención pública a través de las distintas medidas contempladas en el Sistema de Protección a la Infancia, dando lugar a que se conviertan de forma preferente en población diana de la intervención socioeducativa. 


			Al respecto, el informe elaborado por el MSPS sobre Pobreza y Exclusión Social de la Infancia en España (2009: 65-66) indica que en la década comprendida entre 1995 y 2005 la tasa de riesgo de pobreza infantil en nuestro país  [11] se situó en torno al 25 %, unos 4,4 puntos porcentuales por encima de la media europea; siendo una de las más elevadas del contexto europeo junto con las de Italia, Portugal, Reino Unido e Irlanda. Y los datos proporcionados por Eurostat reflejan la estabilidad posterior que ha experimentado esta tendencia, tal y como refleja la Tabla 1.


			Por otro lado, según los datos de que dispone el MSPS  [12], es posible identificar que la forma de maltrato a la infancia más recurrente entre los casos detectados y notificados es la negligencia (entre el 46 % y el 78 % de los casos, según la CC.AA.) seguida del maltrato físico o emocional, y en tercer lugar por el abuso sexual. Y, también, que hasta el año 2006, 18.052 menores fueron víctimas de delitos tipificados por el Código Penal en el año 2008, lo que supone 2,34 víctimas por cada 1.000 menores, proporción que se ha mantenido bastante estable desde el año 2000; siendo los delitos que más afectan a los menores, por orden de incidencia, los delitos contra el patrimonio (robos con violencia o intimidación), los delitos contra las personas (incluidos homicidios o asesinatos) y los delitos contra la libertad e indemnidad sexual (abusos y agresiones sexuales, acoso sexual, exhibicionismo, provocación, coacción, prostitución, pornografía y corrupción).


			Tabla 1. Tasa de riesgo de pobreza infantil por país de la UE (2005-2010)
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							EU (27 countries)


						

							

							19,9


						

							

							19,8


						

							

							19,6


						

							

							20,2


						

							

							19,9


						

							

							20,5


						

					


					

							

							Belgium


						

							

							18,1


						

							

							15,3


						

							

							16,9


						

							

							17,2


						

							

							16,6


						

							

							18,3


						

					


					

							

							Bulgaria


						

							

							18


						

							

							25


						

							

							29,9


						

							

							25,5


						

							

							24,9


						

							

							26,8


						

					


					

							

							Czech Republic


						

							

							17,6
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							16,6


						

							

							13,2
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							Denmark
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							10,9


						

					


					

							

							Germany
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							Estonia
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							Ireland
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							22,5
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							18,8
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							Greece


						

							

							20,4
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							Spain


						

							

							24,2
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							France


						

							

							14,4
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							17,3
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							Italy


						

							

							23,6
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							24,7
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							Cyprus
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							Malta


						

							

							16,7


						

							

							16,7
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							Netherlands
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							13,5
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							Austria
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							Poland


						

							

							29,3


						

							

							26,3
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							Portugal


						

							

							23,7


						

							

							20,8


						

							

							20,9


						

							

							22,8


						

							

							22,9


						

							

							22,4


						

					


					

							

							Romania


						

							

							:


						

							

							:


						

							

							32,8


						

							

							32,9


						

							

							32,9


						

							

							31,3


						

					


					

							

							Slovenia
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							Slovakia
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							17


						

							

							16,7


						

							

							16,8


						

							

							18,8


						

					


					

							

							Finland
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							9,8
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							Sweden
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							13,1


						

					


					

							

							United Kingdom


						

							

							22,9
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			Fuente: Elaboración propia. Datos procedentes de Eurostat de la tabla denominada: At-risk-of poverty rate by detailed age group.


			2.2. La juventud 


			Desde 1984 el Instituto de la Juventud (INJUVE) desarrolla periódicamente extensas investigaciones sociológicas sobre las características de la juventud en España, sus inquietudes, demandas y necesidades. Los informes resultantes de estas investigaciones, de publicación cuatrienal, constituyen en nuestro contexto la fuente más completa para aproximarnos a la evolución de nuestra población juvenil en los primeros años del siglo xxi.


			Según el informe del INJUVE de 2008 (30-33), el último publicado por el momento, desde mediados de la década de los noventa se mantiene sin rupturas la tendencia hacia un descenso paulatino de la población joven de entre 15 y 29 años en el conjunto de la población española, situándose en 2007 el peso de este grupo poblacional por primera vez por debajo del 20 %, como resultado de una contracción de casi cinco puntos porcentuales con respecto al peso que tenía en 1995. Contracción que en números absolutos implica que los habitantes jóvenes en nuestro país se redujeron en 671.718 personas entre 1995 y 2007, al descender de los 9.713.311 a 8.922.393. Por otro lado, este descenso tiene lugar a la par que acontece un incremento progresivo del peso de las cohortes de edad de más de 30 años, que permite hablar de un envejecimiento progresivo de la población española; concretamente el grupo de 30 a 64 creció entre 1995 y 2007, del 43,86 % al 49,26 %. 


			Por otro lado, la última publicación estadística (Juventud en Cifras) elaborada por este mismo organismo en 2011, nos permite confirmar la prevalencia de estas dos tendencias. Pues en el año 2010 el número de habitantes en España con edades comprendidas entre los 15 y 29 años era de 8.449.086, un total de 479.307 personas menos que en 2007, lo que representa un 18 % en el conjunto total de la población; mientras que el grupo de 30 a 64 años era en 2010 representaba el 50,4 % de total de la población. Y según las proyecciones de población a largo plazo realizadas por el INE, se prevé que la tendencia al descenso de la población juvenil en el conjunto de la población española se mantenga a lo largo del presente decenio, pues se estima que en 2015 su peso habrá descendido al 9,6 % y que en 2020 se situará en el 9,9 %, empezando a recuperarse ligeramente a partir de este momento, situándose las estimaciones para los tres quinquenios posteriores en el 10,7 %, 11 % y 10,6 % respectivamente (Injuve, 2011: 24). 


			Este descenso del peso de la población joven en el conjunto de la población es, además, una pauta común al conjunto del contexto europeo, si bien es cierto que España se sitúa por debajo de la media europea. Así por ejemplo, en 2006 y para el conjunto de la Europa de los 27, el porcentaje de habitantes con edades comprendidas entre los 15 y 24 fue del 12,9 %, mientras que en España dicha proporción fue del 11,9 %, siendo Polonia y Eslovaquia los países con mayor porcentaje de población juvenil, 16,2 % y 15,9 % respectivamente (Injuve, 2008: 77); y en 2009, el peso de la población joven de 15 a 24 años tanto en la Europa de los 27 como en España había descendido un punto porcentual con respecto a 2006, es decir, hasta el 12 % y el 10,9 % en cada caso (Injuve, 2011: 21). 


			El incremento de la población extranjera es otro de los principales cambios demográficos que ha experimentado la población juvenil en nuestro país en la última década. El Informe elaborado por el Injuve en 2008, indica que la población extranjera comprendida entre los 15 y 29 años creció en nuestro país entre 1995 y 2007 de las 125.573 personas a un 1.342.830, pasando este grupo de edad de ser un 23,19 % de la población inmigrante a ser casi una tercera parte de la misma (29,71 %), mientras que como indicábamos anteriormente la población joven en el conjunto de la población española no llegaba al 20 % en 2007 (19,74 %). Entre 1995 y 1999, la mayor parte de esta población inmigrante joven provenía del continente europeo mientras que desde 2003 su procedencia es fundamentalmente de origen americano, llegando prácticamente a duplicar a la de origen europeo; por su parte, la inmigración de origen africano, asiático y oceánico se ha mantenido prácticamente estable durante todo el periodo, aunque con cierta tendencia a disminuir. Y en mayor medida se ha tratado de una inmigración masculina, pues el porcentaje de varones inmigrantes ha superado en todos los años analizados el 50 %; si bien es cierto que los varones predominan entre la inmigración de origen asiático y oceánico, mientras que las mujeres lo hacen entre la inmigración de origen europeo y americano.


			La importancia de la juventud como etapa diferenciada en el ciclo vital de una persona reside en que es


			«... el periodo en el que se pasa de formas de dependencia propias de la infancia a formas de independencia propias de la edad adulta. La transición de la adolescencia a la vida adulta es una fase crucial y compleja que supone nuevas necesidades, expectativas y la adquisición de nuevas responsabilidades y nuevos roles familiares, sociales y profesionales.» (Pascual, 2007: 164).


			Sin embargo, como indica Melendro (2007) en el contexto de la sociedad del nuevo milenio marcada por los procesos de globalización, las transiciones a la vida adulta cada vez en mayor medida tienen lugar de forma más tardía y tortuosa, propiciando un nuevo modelo de juventud, el de los jóvenes adultos. Los jóvenes adultos se caracterizan por un retraso significativo respecto a generaciones anteriores en el logro de aquellos elementos que definen una vida adulta responsable e independiente como el acceso al empleo remunerado, la emancipación del núcleo familiar de referencia y la formación de un núcleo familiar propio (emparejamiento, maternidad/paternidad). 


			De especial vulnerabilidad es el caso de aquellos jóvenes en situación de dificultad social dentro de los cuales pueden identificarse, siguiendo a Melendro (2007), distintos perfiles como son:


			

			  	 Jóvenes adultos que cuentan con escasos recursos para desarrollar una vida adulta independiente pues su trayectoria laboral se caracteriza por el desempeño de empleos precarios alternado con etapas de desempleo o desarrollo de planes de formación de naturaleza compensatoria.


			  	 Jóvenes con «problemáticas sociales heredadas» que se traducen en escasos recursos personales, afectivos y relacionales. Problemáticas que se derivan, en el mejor de los casos, de núcleos familiares poco estimulantes y, en los casos más extremos, de contextos familiares agresivos con situaciones recurrentes de maltrato, abuso o abandono. 


			  	 Jóvenes procedentes del Sistema de Protección a la Infancia. 


			  	 Jóvenes a los que no les resulta desconocido el mundo de la marginación y de la calle.


			  	 Jóvenes que fueron menores extranjeros no acompañados. 


		  


			Muchos de los jóvenes en dificultad social comparten algunas características personales (…) entre las que desatacan la baja autoestima, la dificultad para anticipar las consecuencias de sus actos y verbalizar sus sentimientos, la impulsividad unida a componentes agresivos, la escasa tolerancia a la frustración, una necesidad permanente de estimulación, es decir, de encontrar espacios y situaciones en los que hallar niveles de excitación satisfactorios y, junto a todo ello, importantes dificultades de atención, concentración, memoria, expresión, comunicación y relación (Melendro, 2007: 62).


      A estas características personales habría que añadir, señala también este autor, aquellas que definen en buena parte de los casos los núcleos familiares de referencia de los jóvenes en dificultad social, como son: desestructuración; ausencia de compromiso por parte de los padres con los deberes de protección, supervisión y educación hacia sus hijos; uso de la agresividad o la negligencia como estilos educativos; relaciones conflictivas y de crisis en las parejas; escasa integración en el entorno sociocomunitario; y, en ocasiones, existencia de problemáticas como alcoholismo, drogradicción o enfermedad mental en alguno de los miembros de la familia. 


			La alta vulnerabilidad de los jóvenes en situación de riesgo propicia que tengan más posibilidades de verse afectados por la pobreza. En nuestro país, desde el inicio de la actual crisis económica en 2008, entre un 19,5 % y un 23,2 % de los jóvenes con edades comprendidas entre los 18 y 24 años vive en condiciones de pobreza  [13]. Esta proporción se sitúa ligeramente por encima de la media europea que en su peor momento, el año 2010, fue del 21,2 %. Y, además, es sustancialmente mayor a la del cuatrienio previo que fue un periodo de expansión económica y crecimiento del empleo, pues entre 2004 y 2007 no superó el 17,3 %; lo que pone de relieve el deterioro que la crisis está provocando en las condiciones de vida de la población juvenil. Deterioro que sin lugar a dudas tiene su raíz en el elevado desempleo que presenta este grupo poblacional en España, que en 2011 afectó a un 46,4 % de los jóvenes con menos de 25 años mientras que la media para el conjunto de la UE-27 fue del 21,4 %  [14]. La importancia que la inserción laboral tiene en el tránsito a la vida adulta de los/as jóvenes es tratada en el apartado seis de este capítulo.


			3. EL MARCO JURÍDICO Y SOCIOPOLÍTICO COMO REFERENTE DE LA INTERVENCIÓN SOCIOEDUCATIVA


			3.1. Marcos referenciales internacionales


			El desarrollo de las políticas y legislaciones en materia de infancia y juventud es propulsado universalmente a partir de Declaración de los Derechos del Niño de Ginebra de 1924. Esta declaración supuso un cambio fundamental en la protección los derechos de la infancia, recurrentemente vulnerados a lo largo de la historia, donde los malos tratos estaban naturalizados y justificados dentro de los sistemas sociales, culturales o legales (Soriano, 2001).


			Posteriormente, la Declaración de los Derechos del Niño aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1959, incluye diez derechos básicos de protección, avanzando en la defensa de la Infancia a nivel mundial: I. Igualdad y no discriminación, II. Desarrollo en libertad y dignidad, III. Nombre y nacionalidad, IV. Necesidades básicas, V. Educación y cuidado especial a disminuidos, VI. Idoneidad y protección de padres, tutores o administraciones, VII. Educación y juego, VIII. Primacía de la Infancia para protección y auxilio, IX. Protección ante formas de explotación y maltrato y X. Formarse en espíritu de solidaridad y justicia entre los pueblos (ONU, 1959). 


			Por su parte, la Convención de los derechos del Niño (20 de noviembre de 1989) ratificada por el Estado español el 30 de noviembre de 1990, constituyó los principios fundamentales para la protección universal de las niñas y niños de todos los pueblos de la tierra, mediante la ratificación o adhesión de cada gobierno estatal a la misma. Esta Convención, mediante 54 artículos reconoce a la Infancia como seres humanos menores de 18 años, de pleno derecho desde dos enfoques principales: el proteccionista, que incluye los derechos relacionados con el desarrollo físico, mental, social; y el participativo, democrático y autónomo, donde se insertan, por ejemplo, los derechos referidos a la expresión libre de sus opiniones. (UNICEF, 2006). La Convención de los derechos del Niño amplía, profundiza y matiza otras dimensiones a las proyectadas en la anterior declaración, centrándose principalmente en la participación y autonomía de la Infancia, y en la protección ante las situaciones de especial vulnerabilidad como la pena de muerte, la explotación, conflictos armados o el consumo y tráfico de drogas.


			La evolución de las políticas y marcos legales a lo largo de nuestra historia reciente se vincula paralelamente a los profundos cambios globales que a nivel macro-estructural se están produciendo en los fenómenos, realidades y redes relacionales, sociales, comerciales e interinstitucionales; y en consecuencia, se conforman nuevas formas de vulneración sobre los derechos de la infancia como las trágicas comisiones delictivas hacia millones de menores más desprotegidos, etc. En este sentido, son aprobados en el año 2000 por la ONU dos Protocolos Facultativos de la Convención sobre los Derechos del Niño, uno sobre la participación de los niños en los conflictos armados y otro, sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía (UNICEF, 2000).


			A pesar de ello, debemos plantearnos dentro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (UNICEF, 2012), el grado de consecución o vulneración de estos derechos y principios. En relación a la salud, derecho recogido por el artículo 24 de la Convención, nos encontramos con que en el año 2008, unas 350.000 mujeres murieron por lesiones o dificultades en el parto o embarazo a causa de una mala atención sanitaria, principalmente en África o Asia. Asimismo, los servicios de salud materna e infantil para los pobres de las zonas urbanas están muy restringidos, existiendo muchos problemas de desnutrición infantil y salubridad que causan millones de muertes de adultos y niños. Sería posible continuar desarrollando este tema exponiendo la situación de enfermedades como el Sida, que viven miles de mujeres; y por lo tanto, repercutiendo en un alto porcentaje de niños y niñas infectados/as a través de la madre en el embarazo. A pesar de ello en el año 2010 se redujo, en una tercera parte los casos, el contagio infantil.


			Adentrándonos en algunas otras valoraciones sobre protección, en la Convención sobre los Derechos del Niño, por ejemplo las contempladas en los artículos 19, 32, 34 y 35, en el apartado de la trata de niños (art. 35), es posible interrogarse sobre la cifra de 2,5 millones de personas sometidas en contra de su voluntad al trabajo. Uno de los problemas fundamentales asociados a la desprotección infantil de la trata se basa en la invisibilidad administrativa y de derechos, puesto que muchos cientos de niños y de niñas no son registrados/as al nacer, de modo que aumenta el riesgo de terminar siendo esclavos/as sexuales. 


			Si se aborda mínimamente el ámbito educativo y, específicamente en lo relacionado con el período básico de socialización y formación de los menores, destaca el hecho de que en el año 2008, 67 millones de niños en edad de asistir a la escuela primaria estaban sin escolarizar, siendo un 53 % de ellos niñas. (UNICEF, 2012: 29). 


			3.2. La situación nacional en materia de menores: Aportes y reflexiones para la Educación Social


			Desde los marcos internacionales y nacionales, se han desarrollado planes y estrategias que España abraza en sus planteamientos normativos y políticos para mejorar el bienestar en materia de menores. Desde estos fines, nuestro país, acoge objetivos como el «utópico» reto de erradicar la pobreza infantil desde la Estrategia de Lisboa (2000), que buscaba hacer de Europa la economía más competitiva del mundo; el Plan Estratégico Nacional de Infancia y Adolescencia (PENIA) para el periodo 2006-2009, promovido por el entonces Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales; o la creación del Observatorio de la Infancia. Igualmente España pretende aliarse a la Estrategia «Europa 20», donde nuestro país manifiesta que para lograr una sostenibilidad y desarrollo social es necesario impulsar las políticas públicas el bienestar de la infancia. (UNICEF, 2011).


			En las políticas sociales se asume la protección y regulación de la infancia, que en España se desarrolla fundamentalmente a partir de tres normas: la Constitución de 1978 (art. 39 y art. 48); la Ley Orgánica 1/1996 de 15 de enero de protección Jurídica del Menor y modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil; y la ley orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores (Defensor del Menor, 2012a). También participan en este espacio de protección otros programas, servicios o instituciones vinculadas a las Administraciones Públicas competentes en esta materia y entidades privadas especializadas. 


			El sistema público nacional en materia de menores establece su desarrollo legal y social en el anclaje constitucional buscando la protección de los infantes y garantizando el derecho al desarrollo en un contexto familiar adecuado. En el caso de que el entorno familiar suponga un grave riesgo para la infancia, se prevén formas de intervención con las familias sin separación del núcleo familiar (servicios sociales comunitarios, mediante equipos y programas de tratamiento familiar, etc.) o de separación de las familias (servicios sociales especializados en materia de protección de menores).


			A pesar de los avances producidos en materia de protección a nivel global, europeo y nacional, encontramos que existen múltiples necesidades en el ámbito al respecto. Podríamos citar, entre otras, las siguientes de gran importancia: (UNICEF, 2011; Eurydice, 2010).


			

			  	 Necesidad de introducir una transversalidad en todas las políticas y legislación que afecte a los menores y el bienestar de los mismos.


			  	 Necesidad de superar la descoordinación entre Administraciones y las desigualdades en las políticas territoriales sobre protección que aplica cada Comunidad Autónoma.


			  	 Necesidad de incorporar y garantizar el denominado «paquete mínimo» de presupuestos en las políticas públicas, que se desarrollara a través de etapas y planes del gobierno que garanticen cuantitativamente y cualitativamente los mecanismos de protección, aunque superando la visión instrumentalista de las ayudas a las familias y el concepto de «cargas por hijos/as a cargo». 


			  	 Necesidad de apoyar medidas que fomenten la formación de padres, madres o tutores en la educación de sus hijos/as, así como medidas programadas en el hogar y apoyo a las familias, especialmente a las de menor posibilidades socioeconómicas.


			  	 Necesidad de no «hipotecar», a causa de recortes presupuestarios, la calidad y el bienestar de los menores. Lamentablemente, parece que en tiempos de crisis y recortes económicos, se produce una involución de las conquistas conseguidas y las propuestas políticas nos sitúan muy lejos de la concepción que entiende el gasto en la educación de la infancia, no como gasto sino como inversión que repercutirá en un futuro de bienestar para todas y todos (Keeley, 2007).


		  


		  3.3. Los menores en dificultad o riesgo social


			Lo que entendemos por menores en riesgo o desamparo, y qué medidas y protocolos de actuación utilizamos para intervenir con ellos, tiene su origen jurídico en la ley orgánica 1/996 de 15 de enero de Protección Jurídica del Menor y modificación parcial del Código civil y de la ley de Enjuiciamiento Civil. 


			Según el artículo 17 de esta ley, los menores que se encuentran en situación de riesgo son quienes sufren circunstancias que pueden perjudicar su desarrollo personal y social pero que no requieren la asunción de la tutela por ministerio de la ley. A los poderes públicos, se les encomienda proteger las situaciones familiares y del menor para promover factores de protección  [15] que mejoren esta realidad. Esta protección se desarrolla básicamente desde los servicios sociales comunitarios dependientes de las corporaciones locales y la intervención local con programas de tratamiento y seguimiento familiar.


			En el artículo 18  [16], se regula que la entidad pública competente tendrá que intervenir asumiendo la tutela del menor si se encuentra en situación de desamparo y adoptando las medidas de protección oportunas, poniéndolo en conocimiento del Ministerio fiscal. Por situación de desamparo entendemos «aquella que se produce de hecho a causa de incumplimiento o del imposible o inadecuado ejercicio de los deberes de protección establecidos por las leyes para la guarda de los menores, cuando éstos estén privados de la necesaria asistencia moral o material» (Código civil, art. 172). Las competencias en esta materia las desarrollan los servicios sociales especializados en materia de menores, dependientes de las Comunidades Autónomas y los servicios y delegaciones provinciales de protección de menores.


			La situación de desamparo se suele producir en familias carenciales (desestructuradas, incapacitadas temporalmente para atender a los menores, con dificultades económicas, etc.) y/o a partir de situaciones de abandono (total, negligencia parcial, etc.), malos tratos o abuso sexual, entre otros (Añaños, 1998).


			La etiología de los factores de riesgo asociados a situaciones vulnerables en la protección de la infancia puede ser estructurada en tres tipologías fundamentales: factores de riesgo asociados a los menores (menores de relaciones anteriores, con discapacidades o rasgos no queridos por los padres, que presenten mucha irritabilidad, sexo no deseado, etc.); factores de riesgo asociados a las familias (inestabilidad emocional, violencia de género, enfermedades mentales de los padres, drogodependencias, etc.) o factores de riesgo socioculturales (crisis económica, feminización de la pobreza, ciertas tradiciones culturales, etc.) (Añaños, 2001).


			Las medidas de protección recogidas para los menores en situación de desamparo son tres: acogimiento familiar (simple, permanente y preadoptivo), acogimiento residencial (centros de acogida inmediata, residencias, hogares funcionales/casas, casas tuteladas para menores de 16 años y otros centros especializados, bien de entidades públicas o de entidades colaboradoras) y adopción. A continuación, se abordan de manera detenida los dos primeros tipos de medidas, por su relación más directa con los procesos de intervención socioeducativa, mucho menor en el caso de las adopciones. 


			El acogimiento residencial es una medida protectora que consiste en el cuidado y custodia del menor, bien como contenido propio de la tutela o con independencia de que esta se haya asumido, cuando se lleva a efecto mediante el ingreso del menor en un centro o establecimiento, sea propio o colaborador. En estos centros, tanto públicos como con amplia colaboración de ONG´s o instituciones religiosas que acuerdan la acción y dirección de los centros con la Administración, existe entre los equipos técnicos de los mismos la presencia de educadores/as sociales que atienden y actúan desarrollando programas de acompañamiento, cuidados, formación básica, apoyo escolar, habilidades sociales, educación afectivo-sexual, etc. Son de especial interés, los centros denominados «para menores con trastornos de conducta», donde se encuentran, en principio, quienes tienen psicopatologías diagnosticadas.


			En el 2008, existían en España 45.432 expedientes abiertos de menores, como consecuencia de alguna medida de protección. En relación al acogimiento residencial la tasa nacional es de 196 niños por cada cien mil. Además de Ceuta, con más de 1.000 niños en acogimiento residencial por cada cien mil, Asturias, País Vasco y Canarias se sitúan como las comunidades con tasas más altas, mientras que Baleares y Castilla La Mancha son las que menos niños tienen bajo esta medida. La incidencia de la inmigración en Ceuta sitúa a esta ciudad autónoma como la que más medidas de protección a la infancia aplican proporcionalmente al número de menores de dicha población (Observatorio de la Infancia, 2010).


			Desde el análisis del estado de la cuestión, es preciso reflexionar sobre algunas de la principales problemáticas relacionadas con el acogimiento residencial donde el personal educador se está encontrando realidades y necesidades a nivel estructural u operacional que dificultan la praxis.


			

			  	 Necesaria especialización en menores con especial dificultad (trastornos de conducta, problemas mentales graves o discapacidades, especialmente las graves) que debe coordinarse para su eficacia con las instituciones/contextos escolares o sanitarios (Observatorio de la Infancia de Andalucía, 2012).


			  	 Que las medidas de seguridad y disciplina tomadas en los centros de menores no vulneren los derechos humanos y los fundamentos jurídicos de protección de la infancia, puesto que existe un número significativo de casos de maltrato institucional y una importante discusión sobre las formas de contención y desatención sacadas a la luz por quejas de los propios menores (Defensor del Pueblo, 2009).


			  	 La especial dificultad en la que se encuentran las personas menores que cumplen los 18 años, sin un apoyo sólido por parte de la Administración para su seguimiento y atención durante su tiempo de permanencia en el sistema de protección, con vistas a su total autonomía. En muchos casos, durante el proceso de residencia en estos centros, han primado criterios educativos más relacionados con la propia institucionalización que con la preparación de los menores para su posterior emancipación.


			  	 Desarrollo de programas y acciones basadas en la pedagogía del afecto (May, 2001) y la potenciación de la resiliencia (Cyrulnik, 2002), entendiendo que este período de desamparo supone experiencias de desarraigo, desvinculaciones, problemáticas íntimas (a veces con alto grado de sufrimiento y maltrato). Esto supone potenciar una educación que fomente las competencias emocionales y afectivas en el proceso de enseñanza y aprendizaje y el desarrollo de potenciales y capacidades que pueden favorecer la protección presente y futura.


		  


		  3.4. Los menores infractores: la ley de responsabilidad penal de los menores


			La acción socioeducativa se ha encontrado frecuentemente con un enfoque preferente y tradicional de intervención psicoterapeútica en el mundo delictivo. Las conductas consideradas por las normativas y concepciones culturales como «asociales» (Peña y Graña, 2006), han criminalizado a ciertas poblaciones, comportamientos, ámbitos, sectores o etapas del desarrollo de los menores que son especialmente conflictivas o multiproblemáticas, como es el caso adolescencia. De este modo, las corrientes de tratamiento delictivo, inclusive en lo referente a los menores infractores, se siguen encontrando condicionadas por una preponderancia de dos cuestiones asociadas: la primacía del cambio conductual infractor desde mecanismos psicopatológicos y el protagonismo del personal psicológico de los equipos técnicos, quedando en un segundo plano el de las y los educadores/as.


			Este hecho, no exime que el personal educador tenga conocimiento profundo sobre las particularidades criminológicas de los menores, 


			«... las necesidades criminógenas de los jóvenes, y sobre todo para dar a entender que en su funcionamiento el nuevo sistema de justicia juvenil ha de depender de los conocimientos de la criminología científica» (Garrido, López, Silva, López y Molina, 2006: 24).


			La responsabilidad penal de los menores es legislada por la Ley Orgánica 5/2000, de Responsabilidad Penal de los Menores, que tiene vigencia desde el 13 de enero del año 2001 y cuya aplicación afecta a los menores de entre 14 y 18 años de edad. En sus principios presenta, frente a las leyes penales de las personas adultas —que aunque buscan un fin reeducativo se basa en un fuerte principio de seguridad—, un carácter preferente y esencial de la intervención socio-educativa y la participación de las familias (artículo 7 del título II sobre las Medidas susceptibles de ser impuestas a los menores). En la actualidad, las presiones para el endurecimiento de medidas promovidas desde opinión pública y algunos grupos políticos, hacen que se esté reforzando su carácter punitivo. 


			Algunas consideraciones relevantes de la ley tienen que ver con la diferenciación de tramos procesales y sancionadores en función de las etapas evolutivas y madurativas de la infancia hacia el tránsito de la vida adulta; así como con la flexibilidad en la adopción y ejecución de las medidas en función de esta evolución, vertebrando el sentido pedagógico de las sanciones, especialmente en las medidas alternativas a la privación de libertad recogidas en la Tabla 2.


			Las medidas contempladas en la Ley reguladora de la responsabilidad penal de los menores (Defensor del Menor, 2012b), se diversifican en dos grandes grupos: a) Medidas privativas de libertad y b) Medidas alternativas a la privación de libertad. A continuación, realizamos una clasificación de estas medidas ateniendo a algunas de las cuestiones socioeducativas de mayor interés.


			Tabla 2. Medidas de la ley de responsabilidad penal de los menores


			

				

					

							

							MEDIDAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD


						

							

							MEDIDAS ALTERNATIVAS A LA 
PRIVACIÓN DE LIBERTAD


						

					


                

                

					

							

							1. Medidas de internamiento para menores sin consumo problemático de sustancias:


							1.1. Internamiento en régimen cerrado. 


							Con residencia permanente dentro de un centro, se sigue un programa formativo-educativo, entre otras acciones.


							1.2. Internamiento en régimen semiabierto. Aunque se reside en el centro donde se sigue un programa individualizado de gran calado pedagógico, se permite la salida de los menores al exterior para participar en algún programa, fundamentalmente laboral. Puede ser suspendida la salida por el Juez de menores.


							1.3. Internamiento en régimen abierto. Las personas sometidas a esta medida llevarán a cabo todas las actividades del proyecto educativo en los servicios normalizados del entorno, residiendo en el centro como domicilio habitual, con sujeción al programa y régimen interno del mismo.


							2. Medidas de internamiento para jóvenes con adicciones:


							2.1. Internamiento terapéutico en régimen cerrado, semiabierto o abierto. En los centros de esta naturaleza se realizará una atención educativa especializada o tratamiento específico dirigido a personas que padezcan anomalías o alteraciones psíquicas, un estado de dependencia de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas o sustancias psicotrópicas, o alteraciones en la percepción que determinen una alteración grave de la conciencia de la realidad. Esta medida podrá aplicarse sola o como complemento de otra medida prevista en este artículo. Cuando el interesado rechace un tratamiento de deshabituación, el Juez habrá de aplicarle otra medida adecuada a sus circunstancias.


							3. Permanencia de fin de semana. Las personas sometidas a esta medida permanecerán en su domicilio o en un centro hasta un máximo de treinta y seis horas entre la tarde o noche del viernes y la noche del domingo, a excepción, en su caso, del tiempo que deban dedicar a las tareas socio-educativas asignadas por el Juez que deban llevarse a cabo fuera del lugar de permanencia.


							4. Libertad vigilada. En esta medida se ha de hacer un seguimiento de la actividad de la persona sometida a la misma y de su asistencia a la escuela, al centro de formación profesional o al lugar de trabajo, según los casos, procurando ayudar a aquélla a superar los factores que determinaron la infracción cometida. Asimismo, esta medida obliga, en su caso, a seguir las pautas socio-educativas que señale la entidad pública o el profesional encargado de su seguimiento, de acuerdo con el programa de intervención elaborado al efecto y aprobado por el Juez de Menores. La persona sometida a la medida también queda obligada a mantener con dicho profesional las entrevistas establecidas en el programa y a cumplir, en su caso, las reglas de conducta impuestas por el Juez, que podrán ser alguna o algunas de las siguientes:


							

							  	 Obligación de asistir al centro docente. 


							  	 Obligación de someterse a programas de tipo formativo, cultural, educativo, profesional, laboral, de educación sexual, de educación vial u otros similares.


							  	 Prohibición de acudir a determinados lugares, establecimientos o espectáculos.


							  	 Prohibición de ausentarse del lugar de residencia.


							  	 Obligación de comparecer ante el juzgado.


						  


						

							

						  1. Medidas que no suponen el internamiento:


							1.1. Asistencia a un centro de día. Las personas sometidas a esta medida residirán en su domicilio habitual y acudirán a un centro, plenamente integrado en la comunidad, a realizar actividades de apoyo, educativas, formativas, laborales o de ocio.


							1.2. Convivencia con otra persona, familiar o grupo educativo:


							Las personas menores sometidas a esta medida debe convivir, durante el período de tiempo establecido por el Juez, con otra persona, con una familia distinta a la suya o con un grupo educativo, adecuadamente seleccionados para orientar a aquella en su proceso de socialización.


							

							  	 Dar una respuesta temporal en un contexto familiar y/o educativo diferente al habitual, de especial intensidad y adaptada a la situación del menor.


							  	 Facilitar el aprendizaje e interiorización de normas de convivencia adaptadas.


							  	 Conseguir la implicación de la familia y/o grupo educativo en la resolución de conflictos planteados por el menor, y generarle aquellos recursos personales que le faciliten la integración en un clima familiar.


						  


							1.3. Prestaciones en Beneficios a la Comunidad: La persona sometida a esta medida, que no podrá imponerse sin su consentimiento, ha de realizar las actividades no retribuidas que se le indiquen, de interés social o en beneficio de personas en situación de precariedad. Se buscará relacionar la naturaleza de dichas actividades con la naturaleza del bien jurídico lesionado por los hechos cometidos por el menor.


							1.4. Realización de tareas socioeducativas:


							La persona sometida a esta medida ha de realizar, sin internamiento ni libertad vigilada, actividades específicas de contenido educativo encaminadas a facilitarle el desarrollo de su competencia social.


							1.5. La Amonestación:


							Aplicada para hechos leves, es una de las medidas que suponen menos buracracia y que supone la explicación del juez al menor de la gravedad de las sanciones cometidas. Esta medida ha sido muy discutida por la efectividad educativa que supone en la modificación conductual posterior.


							2. Medidas para menores con consumo problemático de sustancias:


							2.1. Tratamiento ambulatorio. Las personas sometidas a esta medida habrán de asistir al centro designado con la periodicidad requerida por los facultativos que las atiendan y seguir las pautas fijadas para el adecuado tratamiento de la anomalía o alteración psíquica, adicción al consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas o sustancias psicotrópicas, o alteraciones en la percepción que padezcan. Esta medida podrá aplicarse sola o como complemento de otra medida prevista en este artículo. Cuando el interesado rechace un tratamiento de deshabituación, el Juez habrá de aplicarle otra medida adecuada a sus circunstancias.


					  

				  


				

			


			Fuente: Elaboración propia, a partir de la legislación vigente (Defensor del Menor, 2012a).


			Las Administraciones autonómicas son las responsables de la puesta en práctica de las medidas reguladoras de justicia juvenil sobre responsabilidad penal de los menores. Además de las instituciones públicas competentes en esta materia, para la gestión de las medidas en medio abierto especialmente, la administración pública acuerda la colaboración con asociaciones especializadas en la intervención con menores en riesgo y/o conflicto social  [17] a fin de poder evitar el desarraigo familiar y social. 


			Basada en tres líneas fundamentales, la acción que se desarrolla con estos menores, tanto en las medidas privativas de libertad como en las alternativas, se podría concretar en: 


			«Intervención educativa y formativa en todos sus amplios contenidos: escolarización, formación profesional, deporte, educación no formal con las rutinas de la vida cotidiana, actividades de educación en valores y desarrollo personal; la inserción laboral, como eje fundamental de inserción social, que comprende tanto desde el primer momento de búsqueda de empleo y desarrollo de las aptitudes para conseguirlo como el mantenimiento y el apoyo al menor durante el desarrollo y consolidación en el mismo; y la intervención terapéutica y profesional que atienda las necesidades criminógenas específicas, es decir, los factores de riesgo dinámicos presentes en cada caso.» (Graña y Rodríguez, 2010: 10).


			3.5. Otros grupos vulnerables


			a) Menores extranjeros no acompañados: 


			Uno de los colectivos más desconocidos y desatendidos por la literatura científica y de complejo abordaje por los marcos de la política, legislación social y la praxis socioeducativa, es el de los Menores Extranjeros No Acompañados (MENA)  [18]. Estos menores se trasladan a España con el fin de encontrar una mejor calidad de vida para ellos o sus familias, venidos de países o zonas de alto nivel de pobreza, se trasladan frecuentemente escondidos en los ferrys desde África (fundamentalmente llegados a las Islas Canarias y Andalucía) o en camiones desde Europa (llegados a Cataluña, País Vasco, Valencia o Madrid) y con un alta incidencia en Ceuta y Melilla. Con un perfil que presenta una edad entre 14 y 17 años (aunque cada vez existe un mayor aumento de menores a partir de 12) y principalmente procedentes de África (Marruecos) y en aumento de Europa del Este (Save the Children, 2007), se encuentra en permanente tela de juicio la protección y actuación de las Administraciones Públicas en la materia.


			La legislación española establece el siguiente marco para la protección y procedimientos en materia de menores inmigrantes en España. Como cualquier menor que se encuentra en territorio nacional, deben ser protegidos por los derechos constitucionales y el Código Civil. Al ser menores, están protegidos además por la Ley Orgánica de Protección Jurídica del Menor 1/966 y al ser ciudadanos españoles, estos menores están igualmente sujetos a las disposiciones establecidas en la normativa nacional  [19]. 


			La normativa al respecto manifiesta que tras la detección de un menor indocumentado por los cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado, se informará a los servicios de protección de menores y se pondrá en conocimiento del Ministerio fiscal, a fin de determinar la edad, comprobación que se pondrá a disposición de protección de menores (Dirección General de la Policía, 2012). En el caso de ser menor de 18 años, la Administración General del Estado, conforme al principio de reagrupación familiar del menor, después de haber oído al menor, y previo informe de los Servicios de Protección de Menores, resolverán lo que proceda sobre el retorno a su país de origen o a aquél donde se encontrasen sus familiares o, en su defecto, sobre su permanencia en España. En ocasiones, se produce una gran descoordinación entre administraciones estatales, comunitarias, en materia de menores, policiales, etc. A nivel legislativo existen dos posibilidades de atención a los MENA por parte del estado.


			En el primer caso, la repatriación. De acuerdo con el principio de interés superior del menor, la repatriación a su país de origen solamente se acordará si se dieren las condiciones para la efectiva reagrupación familiar del menor, o para la adecuada tutela por parte de los servicios de protección de menores del país de origen. El Estado tutelará al menor y llevará a cabo los trámites de repatriación a través de las delegaciones provinciales del gobierno y de la policía, siempre que existan garantías de protección en su país de origen.


			En el segundo caso se produce el internamiento en un centro de menores. Los menores en situación de desamparo pasan a residir en centros de protección de menores dependientes de las Administraciones autonómicas competentes. Según el Artículo 92.5 del Reglamento de Extranjería, si transcurren nueve meses, y no es posible la repatriación, se procederá a otorgarle la autorización de residencia. En todo caso, el hecho de no contar con autorización de residencia no supondrá obstáculo para el acceso del menor a aquellas actividades o programas de educación o formación que, a criterio de la entidad de protección de menores competente, redunden en su beneficio durante el tiempo de permanencia en los centros de menores. Del mismo modo, los centros tienen que informar sobre el proceso de integración social de aquellos menores protegidos que alcanzan la mayoría de edad sin permiso de residencia.


			Algunas de las cuestiones que más interesan dentro del marco de la acción socioeducativa son las relativas al tipo de establecimientos previstos para la atención de este colectivo y las referentes a los programas educativos que deben desarrollarse en ellos. Los establecimientos residenciales para estos menores son básicamente de dos tipos: centros de acogida, donde existe una intervención de tres tipos (Calvo de León, 2003), asistencial (atención sanitaria, satisfacción de necesidades físicas), preventiva (información, orientación, apoyo emocional) y una importante atención socioeducativa integral (escolarización, iniciación profesional, socialización, tiempo libre); y pisos compartidos, donde se busca un mayor grado de autonomía. Con respecto a los programas individualizados educativos que deben cubrirse desde los servicios de protección, cabe señalar las siguientes problemáticas:


			

			  	 Las grandes carencias para la mediación intercultural, relacionada con la cultura, religión y lengua propias de la cultura de origen de los menores no acompañados.


			  	 Problemáticas relacionadas con la situación administrativa para poder acceder a los mecanismos oficiales y públicos en educación reglada y formación laboral acreditada.


			  	 La intervención debe especializarse en relación al consumo problemático de sustancias (alcohol, tabaco, disolventes y/o hachís) puesto que existe un alto consumo entre los MENA (Markez, I y Osakidetza, F., 2010); de igual modo deben desarrollarse programas indicados como colectivo que presenta especial vulnerabilidad y riesgo en los consumos (Pantoja y Añaños, 2010).


		  


		  b) Menores residiendo con sus madres en establecimientos penitenciarios:


			La estancia y crecimiento de los menores en prisión ha sido discutida frecuentemente por las instituciones de protección de menores y las investigaciones al respecto. En general, ha primado frecuentemente el interés superior del menor para desarrollarse junto a los progenitores, en contraposición al impacto negativo que iba ofreciendo el contexto carcelario, con un escenario de actuación socioeducativa casi invisibilizado, el de las mujeres en prisiones y sus hijos/as (Añaños, 2010).


			En España, la Ley Orgánica Penitenciaria 1/79 de 26 de Septiembre de 1979 (IIPP, 2012) mediante la modificación de la reforma del año 1995, permite en su artículo 38.2 la estancia de los menores en prisión hasta los tres años de edad. A partir del año 2008, el marco general de la residencia de menores en los establecimientos penitenciarios se concretaba básicamente en presencia de los mismos en centros ordinarios donde existía un módulo de madres (con un centro infantil donde recibían la atención socioeducativa en el interior).


			El panorama actual ha cambiado sustancialmente la realidad. Las políticas y medidas llevadas a cabo por la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias (2008-2011) (Yagüe, 2010) supuso avanzar en la creación de las Unidades dependientes de madres (art. 165 del R.P): viviendas normalizadas de 6 a 12 plazas en un contexto comunitario cogestionadas por una entidad no penitenciaria y la Administración penitenciaria, donde existía presencia de educadores sociales de las entidades no penitenciarias que desarrollaban los programas socioeducativos (Del Pozo, 2008). Este modelo ha ido desapareciendo, especialmente a partir del año 2011 con la creación de las Unidades Externas de Madres (UEM). Estos dispositivos están suponiendo la salida mayoritaria del conjunto de menores que residían en los centros ordinarios y que las unidades dependientes no podían asumir por el límite de plazas y los perfiles de las madres que debían disfrutar del tercer grado penitenciario. 


			En este sentido, las UEM participan de un contexto especialmente planificado para el desarrollo positivo de los menores, sin medidas de seguridad impactantes y mayor participación de salidas al exterior (Del Pozo, 2010). También existe participación de programas y actividades de entidades no penitenciarias colaboradoras (Del Pozo y Mavrou, 2010) y la acción de las redes sociales de la comunidad y los centros de atención socioeducativa para menores de 0 a 3 años, basado fundamentalmente en acciones socioculturales en el interior y exterior de la UEM.


			4. LA PERSPECTIVA ÉTICA Y ANTROPOLÓGICA DE LA INFANCIA COMO SUJETO SOCIAL


			4.1. Del adultocentrismo a nuevas concepciones sociales sobre la infancia


			Las concepciones sobre la infancia han sido diversas a lo largo de la evolución histórica. Las claves de interpretación sobre la infancia parten de elementos relacionados con el contexto (tiempo y espacio) y los factores culturales y sociales; en general, tienen que ver con las formas de pensamiento predominantes (Gaitán, 2006 y 2010). En la época contemporánea se fundamentaron algunas de las bases principales para favorecer los mecanismos de protección y defensa de los derechos de la infancia a nivel mundial y, a su vez, se produjo una superación de las corrientes tradicionales homogéneas y unívocas sobre la infancia que habían predominado desde el denominado «adultocentrismo»  [20]. 


			Durante las diversas etapas históricas, el concepto de infancia ha sufrido multitud de desarrollos, con significativas transformaciones de acuerdo a los parámetros y cosmovisiones sociales (Cisternas y Zepeda, 2011). 


			Siguiendo a la profesora Enesco (2012), en la Grecia clásica la infancia y su educación se concebían al servicio del Estado, aunque desde un enfoque de formación de «hombres libres»  [21]. Sin embargo, durante la Edad Media cristiana, la educación teocéntrica es un fin instrumental que pretende hacer de los niños los futuros servidores de Dios, la Iglesia y la doctrina que representa; también de superación de un estado vital imperfecto como estado inferior que se transformará en el estado superior adulto, herencia de la moral de Santo Tomás de Aquino (1224-1274). Hasta el siglo iv el infanticidio estaba permitido y no se consideraba asesinato y hasta el siglo xvii no comienza a configurarse el concepto de infancia tal y como lo conocemos actualmente, con una inflexión de mejora fundamental en la filosofía y moral de Rousseau (1712-1778), que consideraba que los niños eran «buenos por naturaleza» y que no eran simplemente «hombres pequeños». En el siglo xix existe una concepción utilitarista de la infancia, como mano de obra en una revolución industrial europea que busca del desarrollo competitivo y mercantilista. Y será en la primera mitad del siglo xx, a partir de la Declaración de los Derechos del Niño cuando se produzca por primera vez el reconocimiento histórico de mayor relevancia.


			Las representaciones sociales asentadas a lo largo de la historia occidental sobre los niños y de las niñas —con las desigualdades de género que conlleva la aproximación a ellas, carentes de derecho como ciudadanas unas veces, obligadas por las estructuras sociales a desempeñar ciertos roles otras y siempre en situación de desventaja desde la lógica dominante patriarcal—, participan de ideas y mitos construidos, estereotipados y reproducidos sistemáticamente en las sociedades modernas y posmodernas.


			4.2. Representaciones sociales y perspectivas antropológicas, éticas y pedagógicas sobre la infancia


			Los cuestionamientos y planteamientos inherentes en las representaciones sociales hechas de los menores como personas que se encuentran en el puente, en el tránsito de la vida infantil hacia la etapa adulta, participan de imaginarios que por un lado determinan las concepciones respecto a la infancia y que por otro fundamentan muchos de los principios en las situaciones de desigualdad hacia ella.


			Desde este punto de vista, se han configurado en toda Europa y el mundo occidental creencias y representaciones sociales predominantes, que Ferrán Casas (2010) explica fundamentalmente a partir de la productividad laboral de los menores —los niños son agentes poco productivos— y la productividad social de los menores —tales como que los adultos tienen poco o nada que aprender de los/las niños/as; aún «no pueden ser» y por tanto sus respuestas no tienen validez social, los adultos tienen la razón, etc.— Todas ellas basadas en la inconsistencia de aquello que nazca o participe del mundo infantil-juvenil, puesto que la infancia supone un «proceso inacabado, imperfecto o defectuoso», representación que descansa en una concepción tecnocéntrica y adultocéntrica de la infancia.


			Sacar a la infancia de la historia del silencio y proponer que los niños y las niñas no sean únicamente naturaleza biológica o madurativa de 0 a 18 años, sujetos únicamente receptores de derechos y protección, y por supuesto, personas totalmente dependientes del mundo adulto, son logros gestados en gran parte, por la antropología, la ética y la pedagogía social. 


			La construcción social de la infancia desde la perspectiva de la antropología, ofrece desde sus especificidades epistemológicas y metodológicas —como la etnografía—, un escenario de reflexión y descripción de la realidad desde la alteridad. En nuestro caso, desde la infancia. Para ello, la relación unidireccional desde la que el mundo adulto mira la realidad de las menores, gestionando sus voces, realidades e intereses, debe ceder posiciones (Clarice Cohn, 2005) para construir la concepción social de la infancia —aquello qué es y qué quiere ser— desde la propia voz, participación y reflexiones de los menores, desde sus propios puntos de vista. 


			Pero este reconocimiento de la alteridad, no es únicamente una necesidad objeto-sujeto de conocimiento, sino también un principio ético. La consideración social de la infancia pasa por una nueva realidad de principios ya que «la experiencia supone hacer un trayecto hacia fuera, un trayecto en el que uno se encuentra respondiendo a otro, en la medida en que es responsable del otro y tiene cuidado de él» (Mèlich, 2002: 80). Desde esta premisa, también participamos de una ética que valore los cuidados y la responsabilidad recíproca entre adultos y en relación potencial, de acuerdo a la evolución y maduración de los menores, desde ellos hacia sus iguales, adultos y mayores.


			Entender la acción socioeducativa con la infancia desde estos parámetros, ha sido apoyado por la pedagogía y las relaciones con la escuela que, en gran parte, ha permitido este cambio en los discursos y categorizaciones de la concepción social de la infancia (Satriano, 2008), ampliando las consideraciones basadas en la autonomía, aunque también en los principios de educabilidad de los menores. Esta posición evoca nacimientos múltiples de desarrollo educativo desde las potencialidades humanas y globales, y adaptación a las nuevas formas y retos de la civilización desde formas cívicas y responsables, espacios y experiencias de dónde «extraer la alegría de la vida» (Suchodolski, 1979: 17). Al mismo tiempo, la Pedagogía contribuye al humanismo heredero de Freire (1970) y Jacques Delors (1996), que posibilita paisajes sociales nuevos, donde la Infancia se concibe y se educa desde modelos liberadores, comunitarios, participativos y emancipadores (Casas et al., 2008; Melendro, 2010; Pérez Serrano, 2011). En este sentido, la voz de la infancia se hace imprescindible para promover las posibilidades democráticas que desarrollen derechos, responsabilidades y nuevas propuestas de desarrollo y solidaridad (UNICEF, 2012), al igual que la participación desde mecanismos tales como los Consejos de la Infancia. 


			4.3. La Educación Social ante los desafíos transformacionales de la concepción de la infancia: nuevas concepciones, nuevas acciones


			Hoy, la infancia se proyecta desde las nuevas concepciones antropológicas y éticas que superan el concepto tradicional y que deben proyectar las líneas estratégicas que definan las construcciones del futuro próximo entendiendo nuevos modelos de desarrollo ecológico, medioambiental, económicos o sociales (ONU, 2011). 


			Basados en sistemas de desarrollo sostenible, como posibilidad de coexistencia y convivencia pacífica entre el mundo y la humanidad, la Educación Social plantea la necesidad de «educar para la sociedad del futuro…, educar sobre la realidad global, sobre sus características y sus implicaciones… educar para comprender lo insostenible de la sociedad actual, lo insolidaria e injusta que puede resultar» (Melendro, 2007: 121).


			Este presupuesto, engendra una nueva conceptualización de la infancia y los procesos de acción socioeducativa con la misma, que sostienen algunos principios éticos que resumimos en dos perspectivas:


			a) Ética de una sostenibilidad personal:


			Existen multitud de variables y factores que podríamos incluir dentro de esta tipología, en relación especialmente con la transición a la vida adulta que abordamos detenidamente en el siguiente apartado. El acceso al trabajo se conforma en la actualidad como uno de los principales indicadores de desarrollo sostenible dentro de los parámetros de la construcción social y de una perspectiva ética y antropológica que no valora únicamente a la infancia dentro del concepto de productividad laboral o social, que también, sino de realización personal de los jóvenes y la influencia en su calidad de vida.


			Se hace necesario, a partir de esta premisa, actuar desde una vida independiente y autónoma, en un tránsito hacia la vida adulta que permita capacitar técnica y socialmente a los jóvenes a partir de sus potencialidades y expectativas personales. En este sentido, estamos de acuerdo cuando se plantea que 


			«... sin una salud y un vigor (alimentación suficiente) que le permita trabajar y disfrutar del tiempo libre con sus familiares y allegados; sin una educación y formación que le posibilite tanto desempeñar distintos oficios como acceder a los medios de ocio y dar sentido lúdico a su vida y la de su familia; sin una proyección de futuro (pensión, mutualidad o jubilación) que le asegure una vejez digna y desahogada; sin todos estos elementos, y otros más que seguro que se nos quedan en el tintero, es difícil imaginar que se pueda lograr el compromiso de acción ciudadana ni la participación activa en los asuntos de la comunidad.» (Bornstein y Romero, 2001: 53).


			La intervención socioeducativa, a partir de esta realidad, agrega el desarrollo de principios de aprendizaje sociolaboral que permitan la inclusión, especialmente para la juventud en situación de riesgo, o que permitan el acceso e integración en itinerarios laborales para la incorporación y mantenimiento de vida laboral activa. En una crisis mundial como la que vivimos, que ha traído hasta hoy más de 30 millones de personas desempleadas, la sostenibilidad personal de los jóvenes como colectivo más perjudicado (muy especialmente entre los 15 y 24 años de las zonas urbanas con bajo nivel de estudio) (UNICEF, 2012) se hace responsabilidad ética de todas las instituciones vinculadas. 


			b) Ética de una sostenibilidad social: 


			Fundamentalmente debe asentarse en los principios éticos y ciudadanos de corresponsabilidad social y convivencia pacífica. Actualmente la sostenibilidad social en relación a los menores y juventud podríamos centrarla en algunas de las grandes problemáticas comunitarias que viven los jóvenes y que nacen a partir de un cambio de expectativas y concepciones de la infancia como sujeto social.


		  Aunque la participación venía reflejada en varios artículos de la Convención de 1989 de Naciones Unidas y en la Constitución española, en la actualidad se establece además de como principio jurídico, también como proyección ética (Cussiánovich, 2009) de políticas, medidas y acciones en materia de infancia. Desde la intervención socioeducativa, algunas estrategias en materia de infancia podrían articularse a partir de la participación de menores en la gestión de las propias instituciones educativas, la utilización de metodologías didácticas, etc. de modo que el propio desarrollo de principios democráticos desde las niñas y los niños consiga mejorar el ámbito donde existe esa participación. (Trilla y Novella, 2011). 


			Así mismo, los procesos y apuestas creativas de la infancia (Tschimmel, 2010) son una gran potencialidad para la mejora de las problemáticas existentes en nuestras sociedades, que la acción socioeducativa debe asumir dentro de sus fundamentos y metodologías. La complejidad de la realidad puede concebirse, entenderse, recrearse a partir de los aportes de las niñas y de los niños, desde una «ciudadanía creativa» en un mundo interconexionado mediante sistemas que pueden construirse con mirada y voz infantil como motor del bienestar y desarrollo.


			Como uno de los grandes referentes mundiales de colaboración ciudadana, encontramos un ejemplo de asociacionismo que vela por el bienestar de mujeres y niños/as: Shack/Slum Dwellers Internacional (SDINET, 2012) es una alianza mundial de 34 federaciones nacionales integradas por organizaciones de ámbito comunitario de países en desarrollo. El propósito de este proyecto es lograr que los lugares de residencia sean estables, confortables y seguros, además de una búsqueda y una oferta de autonomía para las mujeres. Se intenta igualmente, cada vez más, incluir y contar con la opinión de los jóvenes y los niños en la elaboración de planes y presupuestos, lo que significa que su gestión participativa en las zonas donde residen es más activa y productiva. 


			Otro ejemplo de proyectos participativos lo encontramos en las Ciudades Amigas de la Infancia, comprometidas con la aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño, para que éstos formen parte de la vida social. Son nueve países los que aplican este procedimiento, entre ellos España. En los municipios, los niños y niñas participan en consejos escolares para la infancia. Esto les ayuda a integrarse y conocer sus derechos.» (UNICEF, 2012:50).


			Podríamos, para concluir este apartado, hacer constar que esta nueva concepción de la Infancia, con mayúsculas, ha nacido a la luz de grandes cambios históricos superando la mirada social adultocéntrica. En la actualidad, la Infancia se configura como un colectivo partícipe y útil desde y para la sociedad de la que forma parte. Situaciones y fenómenos como las crisis económicas, o los grandes problemas sociales, pueden vulnerar estas conquistas. La intervención socioeducativa y los principios éticos que profundizan en una sostenibilidad personal y social sobre la infancia, garantizarán que el enfoque y las actuaciones en busca de la equidad, participación y colaboración, continúen siendo una prioridad para el bienestar de todas y todos.


			5. EDUCAR PARA EL TRÁNSITO A LA VIDA ADULTA


			Como hemos avanzado en el apartado anterior, una pieza clave de la intervención socioeducativa para asegurar la sostenibilidad personal de las generaciones más jóvenes es la educación para el tránsito a la vida adulta.


			Revilla (2001) indica que existen diversos discursos en ciencias sociales sobre la juventud, uno de los cuales es el de la transición a la vida adulta. Este autor explica que habitualmente se define la juventud como una transición de la niñez a la vida adulta, como un tiempo de espera en el que el individuo paulatinamente va asumiendo las responsabilidades de la vida adulta, y que finaliza cuando se logran las condiciones de independencia económica, de autoadministración de recursos, autonomía personal y hogar propio; siendo el pilar más importante de esta transición la inserción sociolaboral del individuo. Y señala también que las principales limitaciones de este discurso residen en que «se ha centrado demasiado en lo que es una transición normal, la más habitual, lo que supone dejar fuera a algunos colectivos sociales» (pp. 113). Otra crítica que se realiza a esta forma de entender la juventud como una etapa del ciclo vital es el sentido que se le otorga de «tiempo vacío de espera sólo evaluable en función de la asunción de roles propiamente del adulto» (Casal et al., 2006: 25-26).


			Cachón (2004a) indica que los procesos de transición tienen lugar en espacios sociales concretos que se encuentran condicionados por el contexto socio-histórico en el que se insertan los jóvenes, su origen social, el género y otros factores sociales. Éstos espacios sociales en los cuales tienen lugar los procesos de transición a la vida adulta de los jóvenes, son:


			

			  	 Estructurados: porque en ellos existen diferentes posiciones de poder y normas que condicionan las posibles oportunidades de las personas. 


			  	 Estructuradores: porque en ellos existen actores que pueden influir en la configuración diferencial de las oportunidades que se presentan a las personas.


			  	 Estructurantes: porque tienen capacidad para producir efectos sobre los sujetos que viven, actúan y se relacionan en ellos, conformándolos de acuerdo a la estructura de poder dominante que configura dichos espacios. 


		  


		  Comprender los procesos de transición de los jóvenes exige, sin lugar a dudas, como señala este autor, estudiar los espacios sociales donde tienen lugar dichas transiciones, pues propician que no sean homogéneos ni lineales. 


			En este sentido, Casal et al. (2007) describen lo que denominan modalidades de transición a la vida adulta (TVA)  [22], partiendo de las hipótesis de que los jóvenes son diversos y desiguales en la construcción de su futuro, existiendo por tanto gran variedad de modalidades TVA, y que en el actual capitalismo informacional propicia cambios importantes, dando lugar a que algunas de estas modalidades sean más recesivas y otras más emergentes. Estas modalidades TVA se basan, como indican los autores, en un ejercicio heurístico de tipologización de las formas en las que los jóvenes describen sus itinerarios de inserción social, laboral y familiar. Concretamente, distinguen seis modalidades: 


			

			  	
Trayectorias de éxito precoz: se corresponden con aquellos itinerarios en los que rápidamente se alcanza el éxito profesional y la emancipación familiar, a través del logro de posiciones laborales de alto nivel con buenas proyecciones de futuro que generalmente exigen titulaciones de máximo nivel.


			  	
Trayectorias obreras: en ellas se observa una inserción laboral acelerada apoyada en una formación escolar de bajo nivel, en busca de una emancipación laboral también rápida.


			  	
Trayectorias de adscripción familiar: son escasas y propias de aquellos jóvenes en los que su transición viene condicionada por la de la familia, son propias de determinadas minorías étnicas y medios rurales bastantes aislados, aunque también es posible encontrarlas en medios urbanos ligadas a empresas de carácter familiar. 


			  	
Trayectorias de aproximación sucesiva: se corresponden con aquellos jóvenes que buscan lograr posiciones laborales de éxito a través del desarrollo de periodos de formación y estudio, y de la demora en la inserción al mercado laboral y en el logro de la emancipación familiar.


			  	
Trayectorias de precariedad: hacen referencia a aquellos casos de jóvenes que se mueven en el segmento más precario del mercado laboral y que pueden contar con escasa formación, pero que también pueden tener elevada formación aunque que se ven obligados a subemplearse. La precariedad está definida en estos casos no tanto por el tipo de contrato sino por la vulnerabilidad en el empleo (alta probabilidad de encontrarse en situación de paro y escasa experiencia profesional acumulada).
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